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1. Introducción
En los últimos años Bolivia ha sido objeto de la atención de especialistas, informadores, políticos y opinión pública en general, que se interesaban como nunca antes por las transformaciones políticas que se estaban produciendo en el país andino. La llegada al gobierno de un miembro de la etnia aymara, hecho que ocurría por primera vez después de transcurridos más de 180 años desde la independencia y en un país donde las etnias nativas son claramente mayoritarias, daba lugar a una situación nueva, a una redefinición de la legitimidad del régimen político y abría una etapa de reformas en sintonía con objetivos y valores distintos de los prevalecientes hasta entonces, incluso de aquellos que habían impulsado en algunas ocasiones la modernización de la sociedad boliviana.
Aunque el proceso político boliviano, caracterizado por el protagonismo de partidos y movimientos políticos de carácter popular y de izquierda no ha sido único en América Latina, sí ha tenido características peculiares. El cambio político producido a comienzos de siglo se enmarca en un contexto de agotamiento del ciclo económico y político abierto con la crisis de los años ochenta-noventa, que llevó también al gobierno a fuerzas de izquierda popular en otros países de la región, como Venezuela y Ecuador (y más recientemente Perú), pero presenta, en nuestro caso, las peculiaridades propias de la complejidad social y la trayectoria histórica de la sociedad boliviana. Estamos ante un país con tres espacios geográficos muy diferenciados, el Altiplano, los Llanos Orientales y la Selva; poblado por más de 30 etnias que hablan otros tantos idiomas; con sistemas productivos muy heterogéneos, que van desde la minería intensiva en capital hasta la agricultura de subsistencia; con grandes desigualdades sociales, y gobernado secularmente por una élite criolla de acuerdo a sus propios intereses y, en el mejor de los casos, con arreglo a un proyecto modernizador implementado desde arriba y excluyente.
En este trabajo nos centraremos preferentemente en la economía del país, para analizar el contexto y los sucesos que provocaron la llegada al gobierno del Movimiento al Socialismo (MAS), liderado Evo Morales, determinar cuáles han sido las principales transformaciones producidas desde entonces y los resultados obtenidos en los aspectos que consideramos centrales, de acuerdo con su propia visión del desarrollo y la orientación social de la acción política que aparece en sus principios. El centro de nuestro interés está en la movilización social y política que se ha acelerado en Bolivia a partir de las llamadas reformas de segunda generación, durante los años noventa. Las reformas educativas, descentralizadoras e impulsoras de la participación, realizadas sobre un contraste de ajuste y agudización de las condiciones económicas para la mayoría de los bolivianos, crearon espacios sociales y políticos que fueron ocupados inmediatamente por sectores sociales que históricamente habían permanecido a las puertas de la estructura de poder. Especialmente la Ley de Participación y los Planes Generales de Desarrollo constituyeron el marco y los principales canales por los cuales la sociedad boliviana avanzó en un proceso acelerado de empoderamiento, cuyo resultado fue la llegada al gobierno de una fuerza política que aglutinó esa representación. Pero esa agrupación, que en realidad es un movimiento político más que un partido, está siendo vigilada desde cerca por la multiplicidad de actores que, por primera vez, hace  oír su voz en las estructuras institucionales de poder local, departamental y nacional.

Otra característica de este proceso es que se construye desde abajo no sólo la nueva legitimidad política, sino también la urdimbre esencial en una nueva percepción de la economía y la producción. La hipótesis subyacente de este trabajo afirma que las transformaciones sociales (económicas y políticas) que experimentó Bolivia en la última década no se deberían tanto a la acción del gobierno del MAS, encabezado por Evo Morales, sino que este último ha de explicarse en el contexto de aquellas, que cobraron masa crítica en la segunda mitad de la década del noventa e impulsaron un proceso inédito en la historia del país.
Si esta proposición es acertada, significaría que el proceso de empoderamiento de los segmentos sociales históricamente excluidos constituye una realidad política que va más allá de una coyuntura y un momento concreto de la historia del país y la región, para proyectarse como el origen de cambios profundos y duraderos que transformen definitivamente el modelo de convivencia (y dominación) prevaleciente en la nación andina. En las páginas que siguen tomaremos la vertiente económica de este amplio proceso social para repasar la evolución de los acontecimientos que derivaron en el gran debate económico que comenzó embrionariamente con los Planes Generales de Desarrollo y se proyectó como trasfondo de los sucesos políticos de principios de siglo, para aportar muchas de las categorías y perspectivas reflejadas en la nueva organización económica y política del país, recogidas en el Plan Nacional de Desarrollo de 2007 y la propia Constitución de 2009.
Asimismo, procuraremos realizar un seguimiento y evaluación de las políticas aplicadas a partir de los grandes datos económicos y sociales, para constatar su impacto en términos de algunas de las líneas fundamentales que se esperan de un proceso liderado por fuerzas políticas populares y de izquierda. Tales son la transformación de la estructura productiva, la participación del Estado en la actividad económica, la disponibilidad de recursos fiscales para impulsar la transformación estructural y aumentar el gasto social y la mejora de los indicadores sociales en general (pobreza, distribución, sanidad, educación, etc.). 
Para la realización de este trabajo hemos recurrido a fuentes secundarias, reflejadas en la bibliografía y a la información estadística disponible en la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL – www.eclac.org) y el Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (INE - www.ine.gob.bo/ ). Asimismo se han utilizado informes y estudios realizados por instituciones bolivianas e  internacionales, que se citan en cada caso.
El trabajo está organizado en 6 apartados. En el próximo, el número 2, se realiza una aproximación histórica, rescatando aquellos elementos histórico-estructurales que explican la organización económica de la Bolivia actual, así como algunos apuntes sociales que son útiles para comprender el proceso de dominación-exclusión a que estuvo sometida la mayoría de los bolivianos hasta el presente. En el apartado 3 se analiza el contexto de la grave crisis que sufrió el país en los años ochenta y las políticas de ajuste aplicadas desde 1985. El apartado 4 realiza un recorrido por las llamadas reformas de segunda generación, aplicadas a lo largo de los años noventa, analizando sus contenidos y, especialmente, los canales de participación que se abrieron a partir de las reformas institucionales y la organización de movimientos, asociaciones, comunidades, pueblos indígenas, etc. que fueron ganando espacios económicos y políticos desde los ámbitos locales y regionales. El apartado 5 se centra en el comienzo del siglo y los acontecimientos que culminaron con el triunfo electoral del MAS, así como en las principales reformas económicas llevada a cabo por el nuevo gobierno. El apartado 6 es una exposición de los principales indicadores económicos y sociales de la última década para evaluar el alcance de las medidas adoptadas. Finalmente, en el apartado 7 se sacan algunas conclusiones provisionales sobre los datos recogidos y sobre el proceso analizado en su conjunto. 
2. Antecedentes históricos

La historia económica de los territorios que hoy conforman Bolivia es la de un proceso oscilante de articulación y extraversión. Articulación de su diversidad geográfica y étnica a partir de la explotación de sus recursos desde una perspectiva acorde con las necesidades de sus habitantes, tal como ocurría en el incario, cuando la unidad productiva predominante era el ayllu
 y los productos y excedentes eran administrados de acuerdo con las necesidades de los productores y el mantenimiento de una estructura económica, social y política que organizaba el conjunto: el incario. En cualquier caso, se trataba de una economía autocentrada, en la medida en que el patrón de producción estaba orientado y circunscrito al buen funcionamiento del patrón de reproducción. Caminos, avances técnicos y tambos
 cumplían una función acorde con los fines que hoy asociaríamos conceptualmente con el desarrollo. La caída del territorio en poder de los conquistadores españoles supuso el primer y mayor descentramiento de la estructura económica. Especialmente con el descubrimiento de los yacimientos del Cerro Rico en Potosí (1545) y de mercurio en Huancavelica (1563), hoy en territorio de Perú. La estructura económica, antes organizada para fines propios, se alteró rápidamente para satisfacer las necesidades y requerimientos de la nueva organización política colonial y sus beneficiarios. Los recursos se movilizaron y orientaron para la extracción y exportación de mineral, que cumplía su función pecuniaria para la Corona Española, dando lugar al abandono de comunidades e instalaciones que habían tenido función y significado en la organización económica anterior. Hacia finales del siglo XVI Potosí suministraba el 50 por ciento de la plata producida en todo el mundo y 80000 de sus 160000 habitantes eran indígenas procedentes de diversas regiones, llevados como trabajadores forzosos (Céspedes del Castillo, 1985)
.
A partir de entonces el territorio y la economía de Bolivia se insertaron en la economía mundial como suministradores de minerales y, en ese sentido, fueron organizados desde fuera. Las vetas de Potosí comenzaron a flaquear en el siglo XVIII y aunque los nuevos yacimientos de Oruro habían incrementado la explotación argentífera, la región del llamado Alto Perú fue aislándose hasta que en 1776 pasó a formar parte del Virreinato del Río de la Plata, cuya capital era la distante Buenos Aires. La independencia, en 1825, no cambió la situación y a lo largo de todo el siglo XIX las nuevas élites criollas se afanaron por mantener su vinculación externa a través de los productos mineros, ofreciendo un ejemplo arquetípico de Modelo Primario Exportador, en su versión productiva del enclave minero
. El fugaz auge de la quina y el malogrado intento de controlar las explotaciones salitreras de la costa del Pacífico, que llevó al país a la Guerra contra Chile (1879-1883) y a la pérdida de su litoral marítimo, no consiguieron liberar al país de la dependencia de la plata y de la hegemonía del grupo oligárquico relacionado con ella. No fue hasta el cambio de siglo cuando cobró importancia la extracción de estaño, llevando la actividad económica y el poder político hacia el norte del país.


El virtual aislamiento del país favoreció el manteni​miento de una economía y unas relaciones sociales de tipo tradicional, prevaleciendo el sistema productivo de hacienda-comunidad destinado al mercado regional, nacional, cuando no al autoconsumo. El Estado carecía de recursos capaces de propulsar una reforma económica de importancia y debió recurrir al pago del tributo indígena como principal fuente de ingresos. Cerca del 80 por ciento de los ingresos fiscales de Bolivia entre 1835 y 1865 provenían de la captación indígena y prácticamente hasta fin de siglo fue ésta la principal fuente de recursos (Halperín Dongui, 1985). Podríamos decir que durante el siglo XIX Bolivia fue un país prácticamente aislado, que no consiguió crear excedentes exportables que le permitieran seguir el camino de otros países sudamericanos, ni generar un desarrollo autárquico como el Paraguay de la primera mitad de siglo. Esta escasez de recursos ocasionó la debilidad creciente del mercado interno y con él de la burguesía comercial que había alcanzado su cénit un siglo atrás. Asimismo, las ciudades perdieron su carácter de foco modernizador de actividades e ideas convirtiéndose en las sedes regionales del poder patrimonial y dónde el único elemento contrastante era la creciente población mestiza, integrada generalmente bajo un sistema de adhesión clientelar. 


Las oligarquías urbanas que avanzan con la expansión de la minería del estaño, comprendían que su proyección política dependía de su conjunción de intereses con los dueños de las minas. Así, su acción de gobierno estaba orientada hacia esos grupos que constituían la pequeña minoría blanca (aproximadamente 1/5 de la población), profundizando definitivamente la ruptura demográfica. El grado de inserción de ese grupo en el sistema mundial como oligárquico dependiente, tuvo su contrapartida en el completo aislamiento de la mayoría indígena y mestiza. Esta etapa de la historia de Bolivia ofrece un modelo inmejorable de la república oligárquica asentada sobre la monoproducción minera. En el norte andino del país se fue consolidando una estrecha relación entre la hacienda, concebida como un sistema de relaciones socioeconómicas, y la explotación minera, que permitió una racionalización a ultranza de la mano de obra indígena disponible. Los vínculos (y a veces coincidencia) entre mineros y hacendados paceños originaron un reforzamiento de las relaciones patrimoniales y de clientela. Ello explica en parte, la tardía sindicaliza​ción de una actividad tan importante. En este matrimonio de élites que condujo el país cincuenta años, las oligarquías urbanas letradas (y a veces no tanto) aportaban la legitimación y la ideología que el grupo hegemónico necesitaba, mientras que éste proporcionaba los recursos económi​cos de los que aquella aristocracia no podía prescindir. Mientras tanto Bolivia seguía sin existir en cuanto nación, desintegrada su geografía y su población, con modos de producción diversos, distintas etnias e idiomas, distintos patrones culturales y un mosaico social en el que suman a la antigua división de castas, una flagrante desigualdad económica.


No hubo en Bolivia un proceso de industrialización capaz de generar una burguesía y un proletariado que, como en otros países sudamericanos, estuvieran en condiciones de poner en duda el poder oligár​quico. La articulación de una corriente nacionalista que reivindicara aspectos tan elementales como la integración territorial y étnica, la creación de un mercado nacional para productos nacionales, la regulación de la propiedad rural y la utilización en beneficio de la comunidad de parte de los cuantiosos excedentes exportados, que permanecían invariablemente dentro del circuito económico de la oligarquía, fue un proceso lento que sólo pudo fraguarse en la década del cincuenta.


Las ideas nacionalistas comenzaron a tener algún peso dentro del ejército, como pudo manifestarse en el conato revolucionario de 1920 impulsado por oficiales subalternos y por sectores medios civiles agrupados en torno al Partido Republicano. No obstante, la voluntad de algunos oficiales se reveló insuficiente cuando no tenía su correlato en una situación social propicia, en la aparición de un sujeto social capaz de ser el vehículo y soporte del proceso revolucionario de sustitución de una clase hegemónica por otra.

La Guerra del Chaco (1932-1935) que enfrentó a Bolivia con Paraguay terminó en una nueva derrota y convirtió a los jóvenes oficiales de las capas medias y muchas veces a la propia base del ejército en los principales protagonistas del conflicto primero y de la vida política nacional después. Las voces nacionalistas vinieron primero de las trincheras forzando la nacionalización del petróleo, la expulsión de la Standard Oil y la creación del Ministerio de Trabajo. La guerra actuó como un catalizador de la conciencia nacional creando las tendencias subjetivas para la construcción de la unidad nacional y del estado nacional. A pesar de ello, las medidas nacionalistas adoptadas por los presidentes Toro (1935-37) y Busch (1937-39) no tuvieron el respaldo popular suficiente y la reacción oligárquica consiguió retardar el proceso. Sin embargo, el aparato represivo del Estado queda dividido y la ideología oligárquica perdió definitivamente su poder legitimador. Así aparecen dentro del marco de la democracia formal, nuevos partidos entre los que se encuentran el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), formado inicialmente por excombatientes y que contó rápidamente con el apoyo del proletariado minero (fundamentalmente después de ser el único partido que denunció la masacre de Catavi en 1942). La división del ejército se cristalizó en la constitución de RADEPA (Razón de Patria), logia formada por oficiales antioligárquicos.


Durante toda la década de 1940 las ideas nacionalistas fueron cobrando presencia en la vida del país. Lentamente se propagaron en el léxico y en el horizonte ideológico de diversos sectores sociales: militares, obreros, políticos y grupos cada vez mayores del funcionariado y las clases medias. Algunos de estos colectivos conformaron, de manera consciente o no, la base social de la nueva experiencia reformista del período del presidente Villarroel (1943-46). El trágico desenlace de este intento significa el desvaneci​miento de la última esperanza de reforma emprendida desde la institución militar. Después de la purga del ejército, fue necesario plantear como una guerra civil lo que antes era una conspiración. Los actores principales de los sucesos ocurridos en los próximos años serán el proletariado minero como fuerza de choque y el MNR como instancia política. Sin embargo el acercamiento táctico de estos grupos esconde antagonismos y contradicciones que aflorarán más tarde hasta llegar a la ruptura en 1963
.

La dolorosa experiencia acumulada durante décadas de represión llevó a los trabajadores mineros a una cabal diferenciación entre las reivindicaciones sindicales y las políticas y a la necesaria anteposición de las segundas a las primeras. Sin embargo no contaban sus líderes con un proyecto político, consensuado por las bases, que le fuera propio. Al identificar al MNR como cabeza política en la lucha contra la oligarquía, quedó subsumi​do, de hecho, en el proyecto democrático-burgués de aquél convirtiéndose en su núcleo operacional. La revolución de 1949, primera en la que participaron todas las regiones del país, mostró claramente que el MNR, el proletariado minero y los militares radepistas que actuaban entre ellos, eran capaces de plantar batalla y vencer al ejército regular tal como ocurrió en Potosí e Incahuasi.


Cuando en abril de 1952 el ejército desconoció las eleccio​nes que habían dado el triunfo a Paz Estenssoro, la insurrección brotó casi espontáneamente. La estructura del viejo Estado se resquebrajó rápidamente. El propio gobierno se dividió y alguno de sus miembros colaboró con el levantamiento generalizado. La actuación de los mineros de San José, que tomaron Oruro, los de Milluni, que aniquilaron al Regimiento Bolívar, y la infinidad de grupos urbanos que dividían operativamente a la tropa facilitando su deserción, forzaron la capitulación del ejército. Con el triunfo de la primera revolución social de América Latina, comenzaba una nueva era en la historia de Bolivia. La ideología legitimadora del poder oligárquico se había desvanecido lentamente y ahora la movilización política de los trabajadores había disuelto también el viejo aparato represivo. El poder estaba transitoriamente en sus manos. Sin embargo, las limitaciones ideológicas de las que hablamos más arriba, las llevaron a depositarlo en el MNR, cuya ideología se convirtió en la de la Revolución y como tal emprendió la reconstrucción del Estado. Por ello el gobierno fue entregado al presidente electo en 1951 (Zabaleta Mercado, 1979).

Los cambios estructurales en economía se instrumentaron a través de dos medidas: la reforma agraria y la nacionalización de las minas. El proceso de distribución de tierras comenzó mucho antes de que se sancionara la ley. Ésta repartió las tierras de las antiguas haciendas, dándolas en propiedad a los agricultores y no mediante el sistema comunal. Este hecho cobrará importancia en años futuros cuando los pequeños propietarios devengan una clase pobre, profundamente segmentada por la competencia y se inicie un nuevo proceso de concentración de la propiedad. La nacionalización de las minas llevó a la creación de una empresa estatal de gestión: la COMIBOL en la que la federación de trabajadores mineros tuvo generalmente gran influencia. Otro proceso evidenciado desde los primeros años del período revolucionario fue la captación de recursos, generalmente procedentes del ahorro interno, para desarrollar la zona de Santa Cruz de la Sierra, prácticamente marginal hasta entonces. Así se fue gestando lentamente un foco de poder formado en torno a las haciendas y a la especulación inmobiliaria.


La COB y el MNR pasaron por momentos de gran compene​tración, como fue el de la nominación de Juan Lechín, secretario general del sindicato, como vicepresidente de la nación. Pero las diferencias entre ambos se manifestaron en los primeros años sesenta como consecuencia de la derechización de la política de Paz Estenssoro. Comienza un período de acercamiento entre el MNR y el ejército, que servirá como preámbulo de la dirección política del país en los años siguientes.


Los años sesenta y setenta estuvieron caracterizados el protagonismo del ejército, en el que las facciones  internas dieron lugar a distintos tipos de regímenes dictatoriales. Unos vinculados a los intereses el capital extranjero y una ideología liberal-conservadora, como los de Barrientos (1964-65 y 1966-69) o Banzer (1971-78). Otros con un sesgo más nacionalista, autoritario conservador como el de Ovando Candia (1965-66 y 1969-70), o popular izquierdista como el de Torres (1970-71). 


El régimen del general Banzer, cuyo núcleo formaban militares de orientación desarrollista y tecnócratas civiles, contaba con el apoyo de los empresarios y las clases medias urbanas, principalmente el funcionariado. Inicialmente el presidente facilitó la concurrencia de grupos políticos como el propio MNR de Paz Estenssoro y Falange Socialista, pero pronto desechó su mediación comenzando una estrategia basada en la adhesión clientelar mediante la administración de prebendas a grupos e individuos determinados. De hecho Banzer resucitó un antiguo patrimonialismo, organizado a través de prebendas que favorecían los intereses de esos grupos o individuos. Estos, más que una clase como tal, fueron su soporte social. Así, la gran industria minera (estatal) y la mediana minería (generalmente privada) se convirtieron subsidiarias de otros componentes del sector privado como la banca, el comercio y la agroindustria, especialmente la que se estaba desarrollando en la zona de Santa Cruz. De esta manera se refuerza el proceso de transferen​cia económica hacia los llanos orientales, de donde había partido el golpe militar de 1971. Los préstamos e inversiones así como el desarrollo de la explotación de hidrocarburos, realizados muchas veces de espaldas a las otras regiones del país y aun al Estado mismo, consolidaron una poderosa fuerza regionalista dispuesta a jugar un papel político en el país (Lavaud, 1985). Otras regiones intentaron constituir organismos destinados a ganar protagonismo frente al poder central. El modelo de desarrollo capitalista inspirado por el régimen necesitaba también una permanente ampliación del aparato estatal, otro beneficiario del gobierno militar, que aumentó en peso económico y en número de funcionarios (Malloy y Gamarra, 1985).


Toda esta situación estaba basada en la coyuntura interna​cional, donde los precios elevados que mantenían el estaño paliaban los altos costes de producción y el descenso en el volumen de la misma. Cuando los precios comenzaron a descender, las dificultades para el mantenimiento del modelo económico, basado en la transferencia de recursos entre sectores, obligaron a recurrir al préstamo exterior. Así comenzó a gestarse una enorme deuda externa al tiempo que se arbitraban constantes devaluaciones del peso para favorecer la competitividad de los precios del estaño boliviano. Estas fueron las principales causas de la hiperinflación que aparecería en el país en los años ochenta, en unas dimensiones desconocidas hasta entonces.


La caída del gobierno Banzer puede explicarse por dos fenómenos: el inicio de la crisis recesiva que puso en cuestión el sistema económico boliviano y el agotamiento del ciclo de la reforma agraria. En el primer aspecto, la principal repercusión para la relación de fuerzas internas fue en el sentido de devolver protagonismo a la COB. Pese a caer también los precios del estaño, la minería volvió a ser el sostén de la economía del país.


Por otro lado, la pauperización del campesinado, producida por las sucesivas parcelaciones de las tierras otorgadas durante la reforma agraria inició un proceso en el cual estos sectores o bien migraron a las ciudades o bien se volcaron a la movilización reivindicativa. En este momento sus intereses de grupo entraron en sintonía con las líneas de acción de la COB produciéndose, después de dos décadas, la primera alianza obrero-campesina. Estos grupos tendrán una participación decisiva en el proceso de transición 1977-1982, especialmente en la superación de los intentos militares por mantener el poder  (Valdivia Urdininea, 1986).

3. La crisis de la deuda y las reformas neoliberales


El retorno a la democracia, producido en 1982, tuvo lugar en medio de una coyuntura internacional muy desfavorable para Bolivia. El ingreso de divisas seguía dependiendo fuertemente de las exportaciones de estaño y los precios del metal caían continuamente, mientras que su coste de producción en el país crecía hasta convertir al sector en un permanente drenaje de recursos. Desde mucho tiempo atrás la Corporación Minera Boliviana (COMIBOL) era una empresa deficitaria. En parte debido al agotamiento de las vetas de estaño, que obligaba a realizar una extracción más intensiva en capital y en parte debido al crecimiento desmesurado de las plantillas de la empresa. Las experiencias de co-gestión, en la que los obreros compartían beneficios y responsabilidades, tampoco dieron resultados satisfactorios. Esta situación incidía directamente en el otro gran problema macroeconómico: el déficit público.


Pese a la formación del Consejo Internacional del Estaño (CIE), que agrupaba a los principales países productores, el mercado mundial continuaba siendo dominado por los consumidores que apelaban frecuentemente a sus reservas para bajar los precios. Por otra parte, en los últimos 20 años habían aparecido nuevos producto​res como Brasil y China, cuyo coste de producción era mucho menor que el de Bolivia, por encontrarse sus yacimientos a cielo abierto. Por poner un ejemplo, diremos que hacia finales de 1985 el precio internacional del estaño oscilaba entre 3,5 y 5,5 dólares por libra mientras que los costes de producción en Bolivia oscilaban entre 9 y 16 dólares por libra. Estas circunstancias y las obligaciones de la deuda externa colocaron al gobierno Siles Zuazo (1982-1985) en una situación poco menos que insostenible.


La crisis económica alimentaba el conflicto social y la lucha política. La Confederación Obrera Boliviana (COB) continuaba siendo, pese a todo, el grupo de presión con mayor protagonismo en la vida política del país. Sin embargo su composición interna se había alterado sustancialmente en los años anteriores. Agobiados por la crisis de su sector, los mineros dejaron de proporcionar cuadros nuevos a la central obrera y aún a su propia federación. Ahora eran los representantes de los trabajadores fabriles, los bancarios, los empleados estatales y los maestros quienes habían ganado capacidad de expresión en el sindicato.


A lo largo del incipiente proceso de industrialización se había producido un aumento significativo de la población ocupada en sectores como la industria, los servicios y una relativa disminución de las actividades agrícola-ganaderas (Valdivia Urdininea: 108). Ello explica que los grupos que emigraban a las ciudades, por un lado, engrosaran el débil  proletariado fabril y las más de las veces participaran de actividades marginales de servicios, artesanías, ventas ambulan​tes, etc., incrementando la economía informal, o simplemente se hallaban desocupados. En este entorno el trabajador fabril era, en cierta medida, un vehículo de la integración, realizando tareas de organización que aprendió en el sindicato de fábrica, que se había convertido en su escuela de educación democrática. Estas alteraciones en la composición de la dirigencia de la COB tuvieron sus consecuencias en la presencia política de la institución. En el Congreso celebrado en 1984 se había impuesto  una línea pragmática salarialista, que actuó desde entonces de manera marcadamente sectaria con los grupos políticos, movidos por una mayor orientación ideológica.

Por otra parte, la creciente influencia de otro importante grupo de presión: la Confederación de Empresarios Privados de Bolivia (CEPB) elevó la tensión política en un contexto económico que no dejaba de deteriorarse. Un enfrentamiento de la COB con el presidente Siles Zuazo, después de la huelga indefinida de marzo de 1985, ocasionó prácticamente su caída. En octubre, con la desaparición del CIE, los precios del estaño se derrumbaron y Bolivia se encontró en una encrucijada que tendría serias repercusiones económicas y sociales. El modelo de desarrollo basado en los excedentes de estaño se había agotado y urgía encontrar alternativas (Córdova Claure, 1986). Forzosamen​te el país debió potenciar al sector agro-ganadero buscando desarrollar las actividades agro-industriales, desarro​llar la obtención y tratamiento de otros minerales tradicionales (fundamentalmente plata y antimonio) y no metálicos, así como la producción de hidrocarbu​ros, buscando nuevas fuentes de divisas mediante exportaciones no tradicionales.

El nuevo gobierno de Paz Estenssoro (1985-1989) puso en marcha uno de los planes de ajuste más duros de los aplicados en la región. La llamada Nueva Política Económica (NEP) introdujo un programa de estabilización y reformas estructurales ortodoxas cuyas líneas principales eran la liberalización de precios y salarios, liberalización de los tipos de interés, unificación del tipo de cambio aplicando un sistema de flotación sucia, liberalización de los flujos de capital, simplificación del régimen tributario, basado ahora en 7 impuestos, liberalización del comercio exterior y entrada en el GATT (1989), privatización de empresas públicas, vaciamiento de la COMIBOL, privatización de entidades financieras, congelación de salarios al sector público y liberalización de la negociación salarial.

Los resultados macroeconómicos obtenidos constituyeron un éxito en materia de estabilización y ajuste. El déficit fiscal se cerró rápidamente, desaparecieron los brotes hiperinflacionarios, estabilizándose los incrementos de  precios en valores de un dígito a partir de 1993. Asimismo la carga del servicio de la deuda se redujo rápidamente a través de los pagos y la renegociación global. Pero sus consecuencias sociales se dejaron sentir en el deterioro de las condiciones de vida de asalariados, pensionistas y pequeños productores rurales. Asimismo, la tasa de desempleo aumentó rápidamente pasando del 6 al 10 por ciento de la PEA entre 1985 y 1989, al tiempo que caían los salarios reales y la economía informal se convertía en refugio de crecientes segmentos de la población
. El deterioro de las condiciones de vida en zonas rurales aceleró también la migración a las ciudades medias y grandes, agudizando el problema del hacinamiento urbano y la degradación de las barriadas periféricas. Crecieron rápidamente ciudades como La Paz, Santa Cruz y Cochabamba y Sucre, al tiempo que Oruro y Potosí (zonas mineras tradicionales) experimentaron saldos migratorios negativos.

A pesar de la estabilización macroeconómica, el crecimiento de la economía boliviana a lo largo de la década de los noventa fue débil. En primer lugar, por las tendencias recesivas del propio programa de ajuste y estabilización y además por diversos factores que perduraron todo el período. La tasa de inversión se mantuvo en torno al 15 por ciento del PIB, un valor muy bajo para alimentar un proceso sostenido de crecimiento. El servicio de la deuda, a pesar de las renegociaciones y reprogramaciones, continuaba teniendo un peso significativo en las finanzas públicas, especialmente considerando la escasa capacidad de la economía boliviana para generar divisas. El déficit fiscal cayó a valores en torno al 3 por ciento del PIB, manejable para mantener y financiar gastos corrientes, pero de mayores consecuencias respecto de la financiación de la inversión pública, que se mantuvo también en niveles muy bajos en todo el período. 

Acaso el problema de fondo más importante de la economía boliviana en este período, tantas veces reproducido en sus historia, haya sido la indefinición del patrón exportador. El deterioro de los términos del intercambio que experimentó el sector exterior boliviano ocasionó un déficit persistente en la cuenta corriente y el consiguiente problema financiero. Las exportaciones no tradicionales (especialmente las de origen agropecuario) tuvieron incentivos y experimentaron un crecimiento considerable, pasando, en términos constantes, de 100 millones de dólares, en 1985 a 600 millones de dólares en 1996 y convirtiéndose en el primer rubro de exportación de la economía boliviana. Por entonces los minerales aportaban 480 millones y los hidrocarburos apenas 100 millones de dólares (Crespo Valdivia, 2000). Sin embargo, dentro del rubro “exportaciones no tradicionales” entraba un heterogéneo grupo de productos. El cuadro 3.1 nos muestra la evolución de los mismos y da idea de la transformación en el perfil productivo de la agricultura boliviana en los años noventa.

Cuadro 3.1

Evolución de la producción agrícola en Bolivia 1985-1997

Índices (1985=100)

	Producto agrícola
	Índice 1997

	Trigo
	147

	Maíz
	93

	Cebada
	70

	Quínoa
	103

	Arroz
	112

	Sorgo
	128

	Soja
	746

	Azúcar
	100

	Algodón
	314

	Cacao
	87

	Café
	76

	Ajo
	364

	Tomate
	214

	Banana
	118

	Melocotón
	132

	Naranja
	188

	Piña
	506




Fuente: Crespo Valdivia, 2000 basado en datos de INE, 

UDAPE, CAO y AGRODATA.
El dato sobresaliente es el incremento de la producción de algunos productos de agricultura industrial, como la soja, el sorgo y el algodón. Tras la soja se encuentra la expansión agrícola del Oriente Boliviano, en torno al departamento y ciudad de Santa Cruz de la Sierra. Asimismo se observa la expansión de la producción de algunos cereales no típicos de la zona, como el trigo. Por otro lado, es notable también el incremento de productos como el ajo, hortofrutícolas como el tomate, el melocotón, la naranja y frutos tropicales como el banano y la piña. Por el contrario, se observa el retroceso de productos tradicionales como la papa, la zanahoria, el maíz, la cebada, el cacao o el café. Estos cambios buscan orientar la producción a la exportación, diversificar la oferta y definir una alternativa a los minerales e hidrocarburos que, por entonces, tenían una presencia discreta en la balanza comercial. Pero la mayoría de las “exportaciones no tradicionales” corresponden a productos primarios con escaso o nulo valor añadido y, aunque proveen divisas a corto plazo, no disminuyen la vulnerabilidad del sector exterior boliviano. 

Más allá de estos esfuerzos por ampliar la inserción de la economía boliviana en el mercado mundial, a lo largo de los años noventa se verificaron sucesivos descubrimientos de yacimientos de gas, especialmente en los departamentos de Tarija y Santa Cruz, que cambiarían el perfil exportador del país. Los hidrocarburos estaban llamados a protagonizar un nuevo ciclo de exportaciones primarias. Las reservas probadas de petróleo pasaron de unos 120 mil millones de barriles, en 1997 a 480 mil millones en 2003; mientas que las de gas lo hicieron de unos 5 billones de pies cúbicos, en 1997, a unos 28 billones en 2003
.
Estos descubrimientos derivaron en un incremento de la producción de hidrocarburos, especialmente en la década de 2000, cuando la producción petrolífera nacional pasó de 30000 a 50000 millones de barriles al día y la de gas de 15 a 40 mil millones de metros cúbicos al día. Si bien el petróleo producido se destinó al mercado interno, el gas natural se convirtió en una creciente fuente de divisas, exportándose especialmente a Brasil y Argentina. La participación de los hidrocarburos en las exportaciones pasó del 13 por ciento en 2000 al 50 por ciento en 2008. Los hidrocarburos, y especialmente el gas natural, se convertirían en el soporte económico del nuevo ciclo político.
4. Las reformas de segunda generación (años noventa) 
Después del primer período de ajuste y estabilización económica (1985-1993), se llevó a cabo una nueva serie de reformas con el objeto de avanzar en la orientación liberal del proyecto emprendido en 1985 y mitigar el proceso excluyente desatado en la etapa anterior, mejorando la distribución y profundizando en la calidad democrática. Hacia finales del gobierno de Jaime Paz Zamora (1989-1993) y a lo largo del de Gonzalo Sánchez Lozada (1993-1997), además de la privatización de las grandes empresas públicas, se sancionaron una serie de leyes que tendrían consecuencias importantes en los futuros procesos sociales y políticos. Se trata de la Ley de participación popular (1994), la Ley de descentralización administrativa (1995), Ley de reforma agraria (1996) y la Ley de reforma educativa (1994).

La Ley de participación popular (en realidad una ley de descentralización) crea la base de la organización territorial del país: el municipio, y su unidad de administración: la municipalidad. Define también las vías de financiamiento de la nueva figura, recibiendo el 20 por ciento de la renta interna del país y la renta aduanera, además de la creación de los tributos locales sobre bienes inmuebles, vehículos y transferencias. Así se crean 311 municipios a lo largo del país, dotándolos de competencias en materia de saneamiento, salud, educación, cultura, deporte, caminos y microrriego.

Otra contribución importante de la ley es el reconocimiento de las entidades territoriales tradicionales, otorgando personería jurídica a comunidades campesinas, pueblos indígenas y juntas vecinales. Estas organizaciones, que se han convertido en el núcleo de la organización social, no dejaron de crecer desde entonces y hoy están registradas más de 10000 comunidades, 200 pueblos y 2000 juntas vecinales.

En 1999 la Ley de municipalidades amplía las competencias locales a temas como la promoción económica local y regional y el medio ambiente. De esta forma, los municipios están en condiciones de canalizar la participación económica, social y política de los ciudadanos. No obstante, la organización local debe enfrentar problemas y desafíos tales como la dispersión de políticas y recursos, la baja cualificación de los recursos humanos para la gestión municipal, la superación de atávicas prácticas clientelistas y prebendatarias, la mejora de la articulación entre distintos niveles de gobierno, la asignación de recursos a salud y educación para cerrar brechas sociales en el disfrute de estos servicios, el incremento de los ingresos locales para impulsar las propias iniciativas y, finalmente, la vinculación entre descentralización municipal, participación social y desarrollo económico (Muñoz –Reyes, 2009). 

La Ley de descentralización administrativa define las competencias de las prefecturas departamentales, estableciendo el nivel intermedio de la administración del Estado. Son responsabilidad de los departamentos la planificación regional, construcción y mantenimiento de carreteras, electrificación rural, infraestructuras de riego, apoyo a actividades productivas, generación de I+D, participación ciudadana, canalización de las necesidades de las organizaciones y formación y asignación de recursos para los sectores de salud y educación. En realidad, se trata de competencias delegadas, ya que los prefectos seguirán siendo elegidos por el Presidente de la República (hasta 2005), tratándose, por lo tanto, de un proceso de desconcentración y no tanto de descentralización. En 1999 la ley se amplía, modificando la estructura de las prefecturas y otorgando nuevas competencias para el desarrollo productivo de las regiones.

Ambas leyes, aun con sus limitaciones, constituyen una verdadera reconstrucción del Estado desde abajo, yendo desde lo local a lo regional y desde ahí a lo estatal. Esta forma de organización administrativa lleva a la necesidad de crear instrumentos de gestión adecuados a las nuevas situaciones. Estos instrumentos iban a ir surgiendo a medida que la movilización de la sociedad y las nuevas competencias otorgadas hacían necesaria la innovación institucional para cumplir las distintas funciones surgidas a nivel local.

La ley de reforma agraria fue recibida con gran expectativa para alterar el proceso de reversión que se había producido desde el abandono de los principios de la reforma de 1953. Por eso se la denominó en un principio segunda reforma agraria. El resultado de su aplicación no puede calificarse como tal porque sólo se centró en la solución de conflictos de propiedad y sobreposición, sin entrar en el problema de la concentración. Por tanto, tuvo poca aplicación en el Altiplano porque prácticamente no existían conflictos de este tipo entre comunidades. La histórica dualidad entre la agricultura campesina del Altiplano y la agricultura industrial del Oriente se mantuvo y la ley prácticamente no tuvo influencia en los flujos migratorios a lo largo de la década, que continuaron orientándose hacia Chaparé (Cochabamba), Yungas y Caranavi (La Paz), Guarayos (en el camino entre Santa Cruz y Trinidad), Monteagudo (Chaco Chuquisaqueño), todas ellas zonas agrícolas en expansión; además de dirigirse a los centro urbanos, especialmente Santa Cruz. Las evaluaciones realizadas desde las propias instituciones y por instancias académicas coinciden en considerar los resultados como pobres (Crespo Valdivia, 2000; Urioste y Kay, 2005). Se identifican claramente las limitaciones del proceso: “primero, el proceso de saneamiento de tierras ha sufrido retrasos significativos en su aplicación de modo que esas tierras que pudieran ser redistribuidas aún no han sido identificadas. Segundo, no se han identificado importantes superficies de tierra en manos privadas que no cumplan con los requisitos constitucionales de la Función Económica y Social. Esto significa que esa tierra –la de los latifundios improductivos- no se encuentra disponible para redistribución como especifica la ley. Finalmente, la lentitud global del proceso no ha hecho posible que en muchos casos los derechos sobre la tierra sean confirmados, una condición indispensable para proteger la seguridad jurídica de todos los productores en las áreas rurales de Bolivia” (Urioste y Kay, 2005: 24).

Las causas de estos resultados decepcionantes han de encontrarse en la falta de voluntad política de las autoridades nacionales que rehúyen el enfrentamiento con las fuerzas económicas que se verían afectadas con la redistribución de tierras, o bien simplemente las representan; así como en las deficiencias en los entes gubernamentales responsables, especialmente en el directamente implicado: el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA). Las acciones de las instituciones para acelerar el proceso deberían concentrarse en la identificación de tierras a distribuir, tanto las fiscales como aquellas que no cumplen la función económica y social establecida por ley; garantizar la seguridad jurídica de los propietarios legales de tierras; y evitar la consolidación de derechos a través de la presión y el uso de la fuerza. Ninguna de estas acciones cobró impulso hasta el cambio del ciclo político, diez años después de entrar la ley en vigor.
La reforma educativa se dirigió especialmente a la educación básica y a las áreas rurales, poniéndose como objetivo la mejora de la gestión, la empleabilidad de los estudiantes y la consecución y aumento de los ingresos familiares. La escuela primaria (obligatoria) pasó de 5 a 8 años y se reconoció la pluralidad étnica del país, impartiéndose enseñanza en aymara, quechua, guaraní y castellano, fomentando el bilingüismo en todas las regiones.

4.1. Estrategia productiva durante los años noventa

Ante la atonía económica resultante de los procesos de ajuste y estabilización los gobiernos nacionales llevaron a cabo diversos planes económicos de impulso productivo denominados Planes Generales de Desarrollo Económico y Social (PGDES). Tales iniciativas constituían un marco de referencia de acciones y propuestas de desarrollo y, en cierta medida, aspiraban a promover el crecimiento dentro de las directrices impuestas por los organismos multilaterales. Así, los acuerdos crediticios que apoyaban financieramente parte de la plasmación del plan se formulaban y firmaban previa presentación de la carta de intención, mediante la cual el gobierno boliviano aseguraba la consecución de los objetivos macroeconómicos exigidos por el prestamista, ya sea el FMI, BM o BID.

A lo largo de la década se han puesto en marcha tres planes de desarrollo:

I PGDES – 92, (Estrategia Nacional de Desarrollo), durante el gobierno de Paz Zamora.

II PGDES – 94, (Cambio para todos), durante el gobierno de Sánchez Lozada.

III PGDES – 97, (Bolivia XXI País Socialmente Solidario), en el gobierno de Banzer Suárez.

Las líneas básicas del contexto económico e ideológico en que se aplicaban inicialmente estos programas eran el desarrollo hacia fuera (incentivo de las exportaciones y aprovechamiento de las ventajas comparativas), estabilidad macroeconómica, generación de las condiciones favorables a la inversión privada, continuación del programa de privatizaciones, apertura externa, acercamiento a los procesos de integración regional y papel meramente regulador del Estado. En este marco, la superación de la pobreza debería acometerse a través del aumento de la productividad del trabajo, la desregulación del mercado de trabajo y la prestación por parte de la Administración de los servicios básicos. En las primeras versiones del Plan el papel asignado a las pequeñas y medianas empresas estaba asociado al establecimiento de vínculos con las grandes. Los planes hacían énfasis en el concepto de reactivación productiva, es decir que buscaban impulsar cambios de corto plazo sobre la misma estructura productiva existente concentrada en los sectores tradicionales a través de un listado de programas y proyectos a ejecutarse por sector (Muñoz-Reyes, 2009). Sólo a partir del plan de 1997 se incluyen líneas de fomento asociativo de pequeños productores, capacitación y orientación al mercado.

Justamente ese año se puso en marcha una iniciativa que tendría consecuencias profundas en la forma de hacer política por la sociedad boliviana: el Diálogo Nacional 1997. Se trata de la primera experiencia de construcción participativa de una agenda de problemas sociales. Un ejercicio de ciudadanía que se iría perfeccionando en nuevas convocatorias. La organización del Diálogo definió cuatro mesas de trabajo muy generales de acuerdo con lo que el gobierno de entonces consideraba aspectos básicos de la organización social: Oportunidad (desarrollo económico), Equidad (desarrollo social y lucha contra la pobreza), Institucionalidad y Justicia (desarrollo institucional y Estado de derecho) y Dignidad (circuito coca-cocaína). Los principales protagonistas del evento fueron personajes destacados de la sociedad civil que participaron en foros y mesas de trabajo. En ese sentido la participación social fue restringida pero la experiencia y la metodología utilizada darían lugar a una transformación cuantitativa y cualitativa para nuevas convocatorias. Así ocurrió con el Diálogo Nacional 2000. En este escenario se buscaba reunir en mesas de trabajo a representantes sociales y políticos para la elaboración de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza. El encuentro fue auspiciado por el gobierno, sectores de la sociedad civil y la cooperación internacional, definiéndose tres agendas: económica, social y política, que se desarrollaron en tres niveles: municipal, departamental y nacional.

Además de la elaboración de la citada Estrategia, el Diálogo fue un avance muy importante en el proceso de participación social y el acercamiento de las instituciones del Estado a los ciudadanos. Un resultado directo fue la sanción de la Ley del Diálogo Nacional, que institucionaliza el proceso, convocándolo cada tres años y crea las bases conceptuales de control social sobre los poderes del Estado, aspecto que tendría una plasmación constitucional más adelante. Otras consecuencias del Diálogo fueron el aumento de los recursos destinados  a los gobiernos municipales y la creación del Directorio para el Diálogo Nacional, encargado de coordinar y profundizar el proceso participativo. Así se construirán las bases conceptuales y  metodológicas que darán lugar a la convocatoria del Diálogo Nacional Bolivia Productiva, tres años más tarde.

A medida que avanzaba la década fue madurando la visión del territorio como núcleo del proceso de creación de tejido productivo, es decir, la perspectiva del desarrollo territorial. Sin embargo, en los Planes se insistía de manera paralela y prioritaria en la identificación de cadenas productivas, que privilegiaban la integración sectorial, sin atender a una visión integral del territorio. No fue hasta el Foro municipal de 2005 cuando se integraron ambas perspectivas. Por otro lado, no se abordaba la limitación del enfoque territorial respecto de las carencias iniciales que presentan algunos territorios y los manifiestos desequilibrios entre ellos. Desprovista de las intervenciones externas en materia de infraestructuras y demás aportaciones básicas para inducir el proceso de desarrollo (comunicaciones, tecnología, financiación productiva, etc.), la perspectiva del desarrollo territorial tendía a quedar circunscrita a mero fomento del emprendedurismo. 

No obstante, se crearon en esos años instituciones para difundir la perspectiva del desarrollo territorial y facilitar su implantación. Desde el Estado se fundó el Proyecto de Apoyo al Desarrollo Económico Rural (PADER), en 1997, como un programa enfocado a mejorar los niveles de ingreso, empleo y productividad en zonas rurales. El PADER se proponía facilitar los procesos de concertación y coordinación de instituciones públicas y privadas en los municipios para emprender proyectos productivos, facilitando también asistencia técnica para orientar a las instituciones hacia el objetivo del desarrollo económico. Se trata de un espacio de encuentro y diálogo al que concurren actores públicos y privados para consensuar iniciativas dirigidas a dinamizar la economía local. Participan en el Proyecto el gobierno municipal, los agentes económicos privados locales (empresas y asociaciones de productores), los comités de vigilancia, organizaciones privadas civiles (organizaciones de pueblos indígenas, centrales campesinas, comunidades, etc.), consejeros departamentales, la prefectura departamental, las ONG´s y la Agencia de Servicios Financieros, además de otros representantes, en función de los distintos casos.

El desarrollo del Proyecto dio lugar a la extensión a lo largo de todo el territorio de una metodología participativa en torno a la creación de instrumentos operativos de promoción económica. Entre sus resultados debemos destacar:

1. La conformación de un Directorio Local de Promoción Económica (DILPE), como espacio de concertación público-privada.

2. Una visión compartida del desarrollo económico municipal

3. La definición de un rol del gobierno municipal en la promoción del desarrollo económico.

4. El reconocimiento de un rol protagónico de los agentes económicos privados (Muñoz-Reyes, 2009: 136).

Las experiencias en varios municipios constituyeron un auténtico ejercicio de innovación social en la medida en que los propios actores definieron sus necesidades y llevaron a cabo las iniciativas definidas por ellos mismos para construir procesos ad hoc. De esta manera, el Proyecto se convirtió en un espacio grupal de participación, deliberación, debate y definición de las acciones colectivas (de León, 2007). Existen casos de interés en los municipios de San Benito, Tarata y Punata (Cochabamba), Coroico, Caranavi, Guanay e Irupana (La Paz), Monteagudo, Sopachuy, Camargo y Muyupampa (Chuquisaca), Yapacani y Buena Vista (Santa Cruz), Concepción (Tarija) y Turco (Oruro).

Otras acciones para difundir y concretar una perspectiva territorial del desarrollo fueron acometidas por instituciones privadas y ONG´s. Es el caso del Centro para la Participación y el Desarrollo Humano Sostenible (CEPAD), creada en 1997, que promueve el desarrollo local en los departamentos de Santa Cruz y Tarija, o la Asociación de Instituciones de Promoción y Educación (AIPE), creada en 1984 desde cinco ONG´s y convertida en una red que reúne a 22 instituciones laicas de desarrollo social que actúan en los departamentos de La Paz, Beni, Cochabamba, Chuquisaca, Tarija y Santa Cruz. AIPE articula varios programas en áreas rurales en torno al enfoque del desarrollo económico local, porque constituye, según sus líneas de trabajo, la base material estratégica para acometer actuaciones en temas de seguridad alimentaria nutricional, género y etnicidad. En sus actuaciones promueve la construcción participativa de una perspectiva integral del desarrollo, que incluya las dimensiones económica, social, ambiental, cultural y de género; para desarrollar a continuación estrategias y proyectos concretos ajustados a las necesidades e intereses de los actores.

Todas estas experiencias económicas y participativas daban como resultado, a finales de los noventa, un ambiente político de relativa efervescencia. Las políticas liberales, por un lado, aumentaban las necesidades de amplios segmentos de la sociedad y hacían pervivir estilos políticos propios de otras épocas, mientra que, por otro, los espacios creados con la nueva institucionalidad fueron rápidamente ocupados por los actores que reclamaban un protagonismo acorde con los principios democráticos subyacentes. El resultado fue un desborde de los marcos institucionales y el reclamo activo de una nueva legitimidad construida sin exclusiones. Ese fue el proceso sociopolítico que se desencadenó con la llegada del nuevo siglo.

5. El contexto de la llegada de Evo Morales al gobierno
A lo largo de la década de 1990 se aplicaron en América Latina diversas versiones de la agenda neoliberal prefigurada en el Consenso de Washington, acordes con las características y antecedentes de los distintos países. El fracaso de estas políticas fue haciéndose evidente con el paso de los años. Después de un primer lustro de crecimiento y buenas expectativas, sobrevinieron años de crisis recurrentes y estancamiento. Primero fue México en 1995, Argentina en 1995 y entre 1998 y 2002, Brasil en 1997, Chile en 1999. 

En toda la región el coste social fue alto: desempleo, exclusión, enquistamiento de la pobreza y la indigencia, incremento de las actividades informales (muchas de ellas de supervivencia), aumento de la violencia, etc. Todos estos episodios cuestionaban la estrategia neoliberal con que los países se vieron obligados a acometer la superación de la crisis de la deuda externa de los años ochenta, ante la presión de los países centrales y los organismos multilaterales. Paulatinamente se empezaron a formular nuevas agendas en lo referente a política económica por parte de nuevas fuerzas políticas que, desde la crítica al Consenso de Washington, se mostraban proclives a recuperar el papel activo del Estado en el desarrollo, reactivando aquellos segmentos de la estructura productiva con mayor repercusión en el empleo, dando más pesos a las políticas sociales y fortaleciendo los espacios regionales de integración  El cambio de siglo coincidió en la región con la inflexión entre dos ciclos económicos, que acaso configuren una transición, de mayor alcance, entre dos grandes modelos de organización socioeconómica. Después de casi veinte años de crisis reaparece una visión del desarrollo en la que las fuerzas del mercado no son las que asignan recursos, sino que aquél es el resultado de una estrategia y un proyecto que tiene al Estado como actor de primer nivel. Pero ahora los factores y las condiciones para el desarrollo han cambiado. 

De la misma manera que el desarrollo industrial en un contexto productivo de matriz keynesiana era la estrategia irradiada desde los países centrales (e incentivada con la internacionalización del capital de las transnacionales norteamericanas), ahora el desarrollo de base territorial constituye la perspectiva que mayor impulso recibe desde instancias multilaterales y desde los centros con mayor proyección de la economía mundial (de León, 2010).

El final del ciclo neoliberal estuvo marcado por la llegada al gobierno de fuerzas políticas con un discurso transformador y un anclaje social mucho más amplio, dentro de una adscripción ideológica ubicada a la izquierda del espectro político, con las peculiaridades de cada proceso político nacional. Así, en 1999 llega al gobierno el Movimiento por la V República, encabezado por Hugo Chávez, en Venezuela (derrotando, después de décadas, a los dos partidos dominantes en los cuarenta años anteriores); en 2000 gana las elecciones Ricardo Lagos, del Partido Socialista, en Chile; en 2003 triunfan Luis Ignacio Lula da Silva, del Partido de los Trabajadores, en Brasil y Néstor Kirchner del Partido Justicialista, en Argentina; en 2005 llega al gobierno en Uruguay Tabaré Vázquez, del Frente Amplio (acabando con una larga historia de bipartidismo); en 2006 Evo Morales, del Movimiento al Socialismo, en Bolivia; en 2007, Rafael Correa, del Movimiento Alianza País, en Ecuador; en 2008, gana las elecciones en Paraguay Fernando Lugo, de la Alianza Patriótica para el Cambio (terminando con la hegemonía del Partido Colorado) y en 2011 triunfa en las elecciones presidenciales peruanas Ollanta Humala, del Partido Nacionalista Gana Perú. Estos resultados configuran un nuevo escenario político en Sudamérica y definen nuevas formas de acometer los problemas económicos, sociales y políticos de la región.

En Bolivia, el proceso que lleva al nuevo ciclo político tuvo características propias. Tal como expusimos en el capítulo anterior, a lo largo de la década de 1990 se fueron abriendo cauces de participación que facilitaron la movilización de una sociedad heterogénea y compleja. Una sociedad en la que amplios sectores no se sentían representados por las instituciones construidas desde arriba y cooptadas por las viejas elites criollas. El nivel de conflicto político aumentaba con las medidas impopulares adoptadas por los gobiernos que respondían a las directrices de los organismos multilaterales, al tiempo que las organizaciones populares reconocidas y fortalecidas en los años anteriores ganaban protagonismo.

5.1. De la Guerra del Agua a la Guerra del Gas

En enero de 2000 se produjo un grave conflicto en Cochabamba, que supuso un avance en la toma de consciencia y el nivel de coordinación de algunas organizaciones populares. El gobierno de Hugo Banzer había firmado un contrato para la privatización del servicio de agua de la región, concediendo la prestación del servicio a Aguas del Tunari, empresa local controlada por la transnacional Berchel. Según la ley de privatización, la concesionaria suministraría en régimen de monopolio tanto el agua potable para consumo doméstico como el agua de riego para los agricultores del Departamento de Cochabamba, penalizando la conexión a redes independientes y la recolección individual de agua de lluvia. Con el aumento del 35 por ciento de la tarifa comenzaron las primeras protestas, especialmente por tratarse de un servicio de pésima calidad, en la medida en que el suministro era insuficiente, sometido a zonificación y regulado por horarios. En el mes de enero de 2000 se acordaron reuniones entre representantes de la empresa, autoridades regionales y locales y representantes populares (dirigentes de la Coordinadora para la Defensa del Agua y de la Federación de regantes – FEDECOR). La detención de los dirigentes sociales dio inicio a las protestas que llevaron a una escalada de detenciones y disturbios con bloqueo de calles de la ciudad y carreteras que se prolongó durante semanas.

El 8 de abril el gobierno de Banzer declaró el “Estado de excepción local”. Después de tres meses de conflicto las protestas se habían extendido y diversificado sus objetivos, convirtiéndose en un reclamo general ante el gobierno. Los cultivadores de coca habían unido sus fuerzas a las asociaciones que reclamaban por el agua, para defender la continuidad de sus plantaciones
. También se unieron los maestros rurales, reclamando aumentos de sueldo, los estudiantes y agricultores en cinco departamentos del país. En la ciudad de Cochabamba los manifestantes tomaron la Plaza 14 de septiembre, ocupando todo el centro urbano hasta que los dirigentes de Aguas del Tunari huyeron de la ciudad ante la impotencia de las Fuerzas de Seguridad. Tres días después se reunió el Parlamento para anular la ley de privatización.

Los más de siete meses de lucha constituyeron una experiencia de gran valor para poner en práctica los mecanismos de comunicación entre las distintas organizaciones populares y articular acciones en torno a un objetivo común. Esta actuación fue un paso significativo desde la participación social y económica, que se habían iniciado a lo largo de la década anterior, hacia la acción política.
En octubre de 2003 se produjo un nuevo episodio de violencia política que se conoce como la Guerra del Gas. El gobierno de Sánchez de Lozada (elegido en 2002) tomó la decisión de exportar el gas boliviano que abastecería los mercados de México y Estados Unidos a través del puerto chileno de Mejillones, desechando la vía alternativa por un puerto del sur de Perú. Muchos bolivianos vieron esta decisión como una concesión sin contrapartidas al gobierno chileno y, por tanto, una claudicación en el histórico conflicto que enfrenta a ambos países desde la Guerra del Pacífico en la que Bolivia perdió su salida al Pacífico. Pero el foco de las críticas eran las condiciones poco ventajosas del acuerdo de exportación, que dejaban al erario boliviano apenas el 18 por ciento de las ganancias
.
Las protestas por este asunto coincidieron con otras demandas surgidas en distintas regiones, que fueron duramente reprimidas por las fuerzas de seguridad. El 19 de septiembre se organizaron marchas en Cochabamba y La Paz para exigir la no exportación del gas y su industrialización. Poco después el conflicto se extendió a Oruro, bloqueándose las comunicaciones en buena parte del Altiplano. Las principales fuerzas de oposición incrementan su protagonismo, especialmente el Movimiento al Socialismo (MAS), encabezado por Evo Morales; la Confederación Obrera Boliviana (COB), liderada por Jaime Solares; la Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), dirigida por Román Loayza; el Movimiento Indígena Pachakuti (MIP), encabezado por Felipe Quispe y la Federación de Juntas Vecinales de El Alto (FEJUVE), dirigida por Mauricio Cori.

A comienzos de octubre el conflicto se generaliza y cobra especial dramatismo en el barrio paceño de El Alto, donde los vecinos intensifican las protestas y declaran un paro cívico ante la escalada de la represión. La intervención militar se salda con más de sesenta muertos y toda la región del Altiplano convulsionada por las protestas, que reclamaban la renuncia del presidente y la nacionalización de los recursos naturales. Finalmente, el día 17 Sánchez de Lozada huye del país, dejando firmada su renuncia en una carta dirigida al Congreso.

Este nuevo episodio altera definitivamente el panorama político del país y marca el final de una dirigencia identificada con la etapa neoliberal, dando lugar a la consolidación de las instancias políticas que representaban la nueva configuración de fuerzas del país.

En esas circunstancias asume la presidencia el vicepresidente Carlos Mesa Gisbert
 quien, asumiendo la grave situación social del país, convoca un referéndum sobre la nacionalización de los hidrocarburos y convoca una Asamblea Constituyente para el año siguiente. La realización del referéndum (el 18 de julio de 2004) y su resultado, en el que el 92 por ciento de los votantes apoyó la nacionalización del petróleo y el gas a boca de pozo, permitieron al Estado Boliviano recuperar la propiedad y gestión de los yacimientos de hidrocarburos del país, incrementando los impuestos y regalías que percibe de las empresas concesionarias. La Ley  Nº 3058, de 17 de mayo, establece que el Estado recibe el 18 por ciento de las ganancias en concepto de regalías y otro 32 por ciento por impuesto a los hidrocarburos, mientras que las empresas retienen el 50 por ciento restante (Arts. 52 a 57). Estos porcentajes suponen un cambio radical en la captación de recursos por parte de la administración y un incremento sustancial en su capacidad financiera, que le permitirá acometer políticas de infraestructuras, productivas y sociales de mayor alcance en los años siguientes.

En 2005 se recrudecen las tensiones por otro conflicto atávico en el país: las presiones secesionistas del oriente santacruceño. El presidente responde a las presiones decretando la elección directa de los prefectos de los nueve departamentos, impulsando las autonomías departamentales y limitando el histórico centralismo. Sin embargo, criticado desde la derecha y la izquierda y sin apoyo parlamentario, se ve obligado a renunciar y el 9 de junio es nombrado en el cargo el presidente de la Corte Suprema de Justicia Eduardo Rodríguez Veltzé, con carácter provisional. Éste mantiene la convocatoria de la Asamblea Constituyente y convoca a elecciones presidenciales para el mes de diciembre. Los comicios se celebraron el 18 de diciembre, imponiéndose el Movimiento al Socialismo de Evo Morales con el 54 por ciento de los votos. El nuevo presidente asumió el cargo el 22 de enero de 2006.

5.2. El gobierno del MAS y la cuestión de los hidrocarburos

La formación del gobierno del presidente Morales significó un hecho histórico en Bolivia. Los nombramientos recayeron en activistas sociales y sindicales, indígenas e intelectuales. Una configuración jamás vista, acorde con un momento refundacional del Estado Boliviano, que se concretaría a través de la próxima Asamblea Constituyente. Así llegaban al gobierno del Estado grupos sociales que desde hacía una década venían protagonizando crecientemente la vida política en las comunidades y los municipios del país, muchos de ellos de etnias aymaras y quechuas, todo ello sin olvidar la dimensión territorial del país, el delicado equilibrio Altiplano-Oriente y la siempre compleja relación con el estamento militar
. De esta manera Morales fortaleció la legitimidad de su gobierno aunando el carácter transformador del proceso que encabezaba con la consideración del heterogéneo panorama político al que se enfrentaba.

Entre los problemas que debieron enfrentarse inmediatamente estaba el de la cuestión de los hidrocarburos, en parte resuelto con la ley de 2005, pero suficientemente presente como para que el nuevo gobierno interviniera marcando una diferencia. El tema del gas había sido el detonante de los conflictos que desencadenaron la caída del régimen anterior y en este momento fundacional había que mostrar un resultado categórico de las luchas políticas. Durante los primeros meses de gobierno se plantearon dudas acerca del camino a seguir: implementar la ley existente o bien reformarla sustancialmente. Las primeras acciones se encaminaron a combatir la corrupción dentro del sector de hidrocarburos y se acometieron diversas acciones legales contra directivos de empresas extranjeras y ex funcionarios públicos. Las presiones de las transnacionales, las declaraciones de funcionarios públicos y los rumores desatados en la prensa sobre la dificultad que entrañaba la nacionalización crearon un clima de tensión que marcó los primeros meses de gobierno.

Finalmente, el 1 de mayo, en la Fiesta del Trabajo, el vicepresidente García Linera anunciaba la nacionalización de los hidrocarburos y el ejercito ponía en manos de la empresa estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia (YPFB) las 56 instalaciones de petróleo y/o gas del país. Todo ello como ejecución del Decreto Presidencial Nº 28071, que nacionalizaba las reservas de petróleo y gas, poniéndolas inmediatamente bajo control estatal. Las empresas deben ceder la producción, transporte, refinación, almacenamiento, distribución, transformación y comercialización de las actividades del sector a la empresa estatal. En términos operativos se establecen dos medidas principales:

· El Estado boliviano controlará, por lo menos, el 51 por ciento del capital de las empresas privatizadas en la década anterior, así como de las refinerías instaladas. La medida afecta a las empresas Chaco, Andina (Repsol-YPF), Transredes, Petrobras Bolivia Refinación y Compañía Logística de Hidrocarburos de Bolivia.

· El Estado recibirá el 82 por ciento de los ingresos derivados de las explotaciones gasíferas de mayor tamaño. La medida afecta a producciones superiores a 100 millones de pies cúbicos diarios (MPCD), que deben ceder el 18 por ciento en carácter de regalías, el 32 por ciento correspondiente al impuesto de hidrocarburos, mientras que YPFB percibirá otro 32 por ciento, por su participación. En total, un 82 por ciento de los ingresos, quedando el 18 por ciento restante para las empresas extranjeras explotadoras. Esta medida, de gran impacto publicitario, tiene menor alcance real, ya que sólo dos explotaciones superan el volumen afectado: San Alberto y San Antonio, operadas por Petrobras y de propiedad de Andina (50 por ciento), Petrobras (35 por ciento) y Total (15 por ciento). Las explotaciones menores siguen reguladas por la ley de 2005.

Las consecuencias más notables del decreto fueron el fortalecimiento de YPFB y el aumento de los ingresos del Estado, que le darían una capacidad financiera desconocida hasta entonces. La transferencia de acciones impuesta en la nacionalización convirtió a YPFB en la tercera empresa de hidrocarburos del país, detrás de Repsol-YPF y Petrobras. Sus activos ascendían a 750 millones de dólares. Además tiene participación en los gasoductos nacionales así como en el gasoducto Bolivia-Brasil y en la administración del terminal marítimo en Arica, Chile. También era socio de Andina en la explotación de yacimientos gasíferos en San Alberto, San Antonio, el bloque Mamoré y Boquerón, y tendrá acciones en la planta de Río Grande, Kanata, Bulo Bulo y Carrasco, así como el control de la producción de gas de petróleo licuado (GPL), casi el 10 por ciento de las reservas probadas de gas natural del país y casi el 10 por ciento de los aceites pesados. Por otra parte, se fortalece la posición de YPFB en los mercados interno y externo y se abren nuevas posibilidades para insertar a Bolivia en la estrategia energética de MERCOSUR (ICG, 2006). El incremento de los ingresos provenientes del petróleo y del gas dio al gobierno de Morales un soporte económico con el que acometer las importantes reformas sociales y los gastos en inversión para apuntalar el proceso de desarrollo del país. El estado boliviano pasó de manejar en torno al 20 por ciento del PIB en concepto de gasto, a un nivel en torno al 45 por ciento, equiparable al de los países desarrollados y el más alto de América Latina. Sobre esta importante cuestión volveremos en el próximo apartado.

El 18 de noviembre de 2006 el presidente promulgó la Ley Agraria 3545 de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria, que completaba un conjunto de decretos (7) y leyes (2) dictados desde el mes de junio, como iniciativas para continuar con el proceso, debilitado en los últimos años, hasta que la Asamblea Constituyente defina el nuevo marco de actuación. La redistribución de tierras cobró impulso y en los primeros tres años de aplicación de las leyes agrarias se sanearon 24,8 millones de hectáreas, a razón de 8 millones por año, mientras que el promedio en la década anterior fue de un millón de hectáreas por año. La aplicación de las leyes agrarias originó graves conflictos con los propietarios de las regiones de Santa Cruz y Pando. En la primera, la violencia afectó a los indígenas guaraníes, beneficiarios de la distribución y a funcionarios e instalaciones de INRA. No obstante la calificación y redistribución de tierras continuó tras la revocación de las competencias otorgadas al gobierno autonómico sobre el tema. En Pando, donde existía una gran concentración de tierra en manos de ocho familias, el saneamiento culminó en 2008. En ese territorio no había ninguna comunidad indígena con territorios reconocidos y una tradición de fuerte autoritarismo inserta en las propias instituciones. El avance del proceso derivó en  graves episodios de violencia con la matanza de campesinos beneficiarios, por los que se imputaron a varias autoridades departamentales, incluido el prefecto. 

El evento fundamental del gobierno del MAS fue la celebración de la Asamblea Constituyente ya convocada por el gobierno anterior. Después de un largo proceso no exento de tensiones y violencia, finalmente se promulgó Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia el 7 de febrero de febrero de 2009. Se trata de la decimoséptima constitución boliviana desde que se consumó la independencia, en 1825. La nueva constitución introduce novedades de gran importancia en el plano político, el reconocimiento de derechos y la organización económica del país.

El Estado boliviano se define como unitario, social de derecho plurinacional comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Se garantiza la libre determinación de las naciones y pueblo indígena originarios en el marco de la unidad del Estado. Se definen como oficiales los 37 idiomas que se hablan en el territorio boliviano. Se establece la forma de gobierno como democrática, participativa, representativa y comunitaria con equivalencia de condiciones entre hombres y mujeres. Entre los derechos fundamentales se destaca la igualdad de géneros, el de autoidentificación cultural de las “naciones y pueblos indígena originario” campesinos (sic). También se enuncian derechos socioeconómicos (relacionados con el medio ambiente, salud, trabajo y propiedad), familiares, de la niñez, de los discapacitados, de las personas privadas de libertad, de los consumidores de la educación y la interculturalidad. Se define una jurisdicción campesina para la justicia y el establecimiento del control social de las acciones políticas y la participación social en su diseño.

La organización económica del país se define como plural, coexistiendo diferentes formas de organización económica. Se da cobertura institucional a la economía social, reconociendo y promocionando la organización económica comunitaria basada en los principios de los pueblos originarios. De igual manera se promueven las cooperativas con formas de trabajo solidario. Se establecen como principios generales la industrialización de los recursos generales, la obligatoriedad de generar trabajo digno, la protección del medio ambiente, la reducción de las desigualdades, la participación de los actores en la organización de la producción y el papel activo del Estado, participando, promocionando y controlando actividades. En general, se destacan como objetivos estratégicos de la política económica el añadir valor a la producción como elemento esencial del desarrollo productivo y el apoyo a las micro y pequeñas unidades productivas, especialmente en el ámbito rural.
Respecto de la propiedad agraria, se la clasifica como individual y comunitaria o colectiva y se la subordina al cumplimiento de su función económica y social. Se definen la pequeña, mediana y gran propiedad, estableciendo que esta última no puede exceder las 5000 hectáreas. Estas definiciones no se aplican retrospectivamente a los efectos de la redistribución de tierras. En su artículo 403 la Constitución “reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye el derecho a la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales renovables en las condiciones determinadas por la ley; a la consulta previa e informada y a la participación en los beneficios por la explotación de los recursos naturales no renovables que se encuentran en sus territorios; la facultad de aplicar sus normas propias, administrados por sus estructuras de representación y la definición de su desarrollo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de convivencia armónica con la naturaleza. Los territorios indígena originario campesinos podrán estar  compuestos por comunidades”. Esta norma sanciona el reconocimiento del carácter polisémico del concepto de desarrollo y pone las bases para avanzar en procesos distintos según los valores de los actores respectivos.

Más adelante, la Constitución dedica todo un título a la caracterización del desarrollo rural integral sustentable y a las líneas estratégicas para promoverlo. Así, se mencionan el incremento de la productividad agrícola, pecuaria, manufacturera, agroindustrial y turística; la articulación y complementariedad interna de las actividades; la mejora de las condiciones de intercambio entre el sector rural y el resto de la economía; el respeto a las comunidades indígena originario campesinas en todas las dimensiones de su vida y el fortalecimiento de la economía familiar campesina y de pequeños productores en general. Para conseguir estos objetivos estratégicos enuncia pormenorizadamente objetivos específicos de la política de desarrollo rural, teniendo siempre presente la heterogeneidad de las actividades productivas.

Más allá de la tendencia reglamentista del texto constitucional, resulta de interés la determinación tan pormenorizada de las características económicas, las estrategias y políticas propuestas para conseguir el desarrollo en una economía con la complejidad estructural de la boliviana. Acaso sea en función de esa complejidad y de la accidentada experiencia histórica en términos de heterogeneidades e iniquidades, que se justifica una relación tan pormenorizada de las líneas básicas del modelo de desarrollo implícito en las concepciones del gobierno impulsor de la nueva Constitución.

5.3. Planes generales de desarrollo durante el período

Los planes generales de desarrollo continuaron siendo el instrumento de promoción económica más importante para impulsar el desarrollo. A lo largo de la década, en un contexto de creciente politización de la sociedad se impulsaron tres planes:

IV PGDES – 2003, durante el segundo gobierno de Sánchez Lozada.

V PGDES – 2005, (Bolivia productiva y Solidaria), al final del gobierno de Mesa Gisbert.

VI PGDES – 2006, “Plan Nacional de Desarrollo: Bolivia Digna, Soberana,

Productiva y Democrática para Vivir Bien – Lineamientos Estratégicos” (durante el primer gobierno de Morales).

El IV Plan General de Desarrollo Económico y Social fue presentado en agosto de 2003, junto con una serie de documentos en los que el gobierno definía el sistema productivo boliviano como heterogéneo y causante del sesgo concentrador de ingresos. Por tanto, se proponía una estrategia de desarrollo fundada en un crecimiento de base ancha. En términos productivos se propone “1) la priorización y promoción del desarrollo de aquellos sectores que generan materia prima y se articulan a procesos de transformación, con capacidades de absorción de mano de obra y adición de valor agregado, 2) la promoción de una mayor y mejor participación de la micro, pequeña y mediana empresa, y de artesanos y campesinos en el incremento de la oferta de bienes y servicios nacionales, 3) un mayor aprovechamiento de la participación de Bolivia en los procesos de integración a nivel regional y de los acuerdos comerciales con otros países, y 4) el reconocimiento del derecho propietario y la valoración de los activos de todos los agentes productivos” (Muñoz-Reyes, 2009).

El instrumento fundamental de estas políticas son las cadenas productivas, que buscan agregar valor a la producción primaria estableciendo redes productivas en agroindustria, industria manufacturera y servicios. Se diferencia entre cadenas productivas nacionales, orientadas a la gran producción y la exportación, y cadenas productivas locales, destinada s crear tejido productivo en el ámbito rural y desarrollar los mercados regionales.

La caída de Sánchez Lozada dio poco recorrido a este Plan, pero debe notarse el espacio otorgado a los procesos locales y la importancia concedida a las pequeñas unidades productivas, que son producto tanto de una nueva percepción de los procesos económicos por parte de las élites que configuran el plan, cuanto de la movilización y organización que se está produciendo a nivel territorial a lo largo del país.

5.4. El Diálogo Nacional Bolivia Productiva 2004-2005

El Diálogo Nacional programado para este año tuvo características especiales por haberse realizado en un contexto social y político de gran agitación. Fue la primera instancia de concertación entre el Estado y la sociedad después de los sucesos de octubre de 2003. Por tanto, esta iniciativa tuvo una gran importancia como espacio de diálogo y deliberación en momentos en que se estaba reconstruyendo la visión del país a partir de la emergencia de nuevas fuerzas políticas. Fue, además, la antesala de la Asamblea Constituyente y una convocatoria de amplia movilización social que planteó muchos de los problemas que serían objeto de un largo debate hasta su plasmación legal. En este sentido, fue parte del proceso constitucional, ya que corresponde al mismo momento político, en el que se debate y constituye una nueva legitimidad. Aquí es donde se va definiendo una visión alternativa del desarrollo que vincula lo productivo con lo social y lo cultural, destacando la participación como instrumento fundamental en la definición de los procesos y actividades.

En la organización del encuentro se realizaron 53 prediálogos de organizaciones productivas, varios más sobre temas sectoriales y transversales, 314 mesas municipales que llevaron a la plasmación de pactos productivos, 9 prediálogos en cada departamento, otros 9 departamentales y uno nacional; participando en total más de sesenta mil personas. Como instituciones del Estado participaron un ministerio (el de Participación Popular), 9 viceministerios, el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), el Senado Nacional, la Cámara de Diputados, la Asociación de Municipios de Bolivia (AMB), la Federación de Asociaciones Municipales (FAM) y 11 organizaciones de la sociedad civil (Muñoz-Reyes, 2009).

Uno de los resultados más importantes del Diálogo fue la plasmación de pactos productivos entre los actores sociales y el Estado. Se trata de “compromisos de gestión compartida rubricados por los diversos actores productivos funcionales y territoriales involucrados en la generación de un bien o servicio, cuyo objetivo central es elevar el nivel de producción de ese bien o servicio” (UDAPE, 2003). El pacto se materializa a través de acuerdos entre las instancias públicas y privadas intervinientes en los que se definen acciones, plazos y responsables, además de los recursos externos necesarios para su materialización. Como resultado del Diálogo se plasmaron 1688 ideas de productos o negocios por medio de 314 pactos (uno por municipio). Cada departamento definió un pacto integral, identificando los principales ejes productivos sobre los que actuar para conseguir los mejores resultados económicos y sociales. En el plano nacional se consiguió concretar un documento (Compromiso Nacional por una Bolivia Productiva) que recoge los principales ejes productivos del país, lo que constituye una construcción de la estrategia desde los propios municipios y regiones
. Entre sus logros está la potenciación de las Estrategias Productivas Integrales (EPI), que se plantean desde las organizaciones sociales con apoyo del Gobierno Nacional y se desarrollan en los tres niveles administrativos, para orientar la inversión pública hacia las actividades con mayor impacto en la reducción de la pobreza. Las EPI´s son la antesala de la plasmación de los Complejos Productivos Integrales, en la futura Constitución.

En mayo de 2005 en gobierno de Mesa Gisbert publica el IV Plan General de Desarrollo Económico y Social Bolivia productiva y solidaria. El plan subraya el valor estratégico de los hidrocarburos para el desarrollo del país y establece la necesidad de mantener un Estado centrado en la regulación, la generación de incentivos y la visión estratégica de los procesos económicos. Como actuaciones prioritarias debe centrarse en la garantía de los derechos de propiedad, el control de las actividades, la provisión de bienes públicos, en estímulo de la competencia y la disminución de los costes de transacción. Todo este discurso se construye con unas categorías, un enfoque y un lenguaje que están siendo superados tanto fuera como dentro de Bolivia. El Plan desarrolla, asimismo, un discurso favorable al desarrollo territorial pero no plasma los lineamientos institucionales ni las alianzas políticas locales que deben darle sustento. Por otra parte, se anuncia en un momento de gran conflictividad política y su recorrido se ve afectado por los acontecimientos, que se precipitaban hacia un cambio político más profundo.

El proceso de cambio político iniciado por Evo Morales representa, la llegada al gobierno de las fuerzas sociales emergentes en los últimos años. Pero la estructura económica del país continúa siendo la que el plan de 2003 definía como “heterogénea y concentradora de los ingresos”. Por tanto, una labor esencial del nuevo gobierno será la transformación de la base material del país ya no sólo como una cuestión de justicia social, sino con la intención de desarrollar una base material que sirva se soporte (infraestructura diríamos en un lenguaje antiguo) a su consolidación y continuidad, de manera que las transformaciones conseguidas sean permanentes o, por lo menos de largo plazo y no retrocedan ante nuevos avatares políticos. La presentación de los lineamientos del nuevo plan de desarrollo se realizó el 16 de junio del 2006 con el título de Plan Nacional de Desarrollo “Bolivia Digna, Soberana, Productiva y Democrática para Vivir Bien”, 2006 – 2011. Durante el segundo semestre de 2006 se realizaron talleres y reuniones con la participación de organizaciones sociales, indígenas, campesinos, productores, empresarios y académicos para comunicar el proyecto y recoger propuestas, lo que permitió ajustar su implementación y actualizar las propuestas originales. El Plan se aprobó mediante el Decreto Supremo 29272, del 12 de septiembre de 2007
. 

El Plan es un documento de gran importancia para comprender el proyecto del MAS, ya que no sólo realiza un análisis de la estructura productiva del país, proponiendo una perspectiva nueva de la misma, sino que avanza en la formulación de una visión alternativa del desarrollo y la inclusión en la misma de todos los niveles de la vida social. Es, en buena medida, un proyecto de transformación económica vinculado a la redefinición de los valores en que se sustenta el desarrollo y de las relaciones políticas que lo han de llevar a cabo, aspectos ambos que forman parte esencial del proceso. Es, en cierto sentido, una radiografía del proyecto de país que surge de las fuerzas que lideran el momento inicial del gobierno de Morales. 

El documento propone una concepción del desarrollo en el que se define el Vivir Bien, como fundamento de la propuesta. Se propugna la conjunción de elementos materiales con la identidad de los pueblos que conforman en estado plurinacional, el acceso equitativo al conocimiento y la comunicación, la democratización de la propiedad, el ingreso y el empleo, la seguridad alimentaria y una nueva inserción de Bolivia en el mundo y América Latina. El Vivir Bien significa básicamente vivir vinculado a los otros y a la naturaleza. Construir una convivencia que incluya bienes materiales, afectividad, reconocimiento y prestigio social, entendiendo el desarrollo como un proceso colectivo de decisión y acción de la sociedad como sujeto activo y no como objeto de políticas provenientes de un determinado grupo. “La nueva propuesta de desarrollo, enraizada en la pluralidad cultural, el encuentro y en la complementariedad de conocimientos, tiene el objetivo de acabar con el mito del progreso lineal que pretende dividir a las culturas entre modernas y atrasadas o primitivas y avanzadas. Esta trampa desarrollista conlleva la aniquilación de otras temporalidades, memorias, aportes a la construcción de las relaciones interhumanas y relaciones con el tiempo y espacio, cuyo horizonte estratégico es preservar otros significados acerca de la relación entre humanidad y naturaleza” (Plan Nacional de Desarrollo, 2007).

La caracterización del desarrollo se aleja del concepto de modelo, en la medida en que esta idea supone la existencia de un prototipo probado y validado que se adopta como referente. En cambio, toma la denominación de patrón de desarrollo como una construcción colectiva que se aleja del Modelo Primario Exportador, partiendo de la convicción de que en un país diverso, multicultural y plurilingüe, el desarrollo sólo puede ser un proceso plural, conjunto, colectivo, atento a la diversidad y pronunciado en distintas lenguas y concepciones del mundo. Más allá de la satisfacción de las necesidades básicas el desarrollo se entiende como un proceso de deliberación y participación donde los propios actores (comunidades, pueblos, ciudadanos en general) deciden los contenidos, prioridades y expectativas desde sus valores culturales y su imaginario social. En definitiva, “El patrón de desarrollo se define como una estructura fundamental que va más allá de la acumulación económica y está relacionada esencialmente con la libertad cultural para decidir, el respeto a la diversidad, la diferencia, la heterogeneidad social y con la forma en que se organiza la vida, la sociedad y el Estado” (Ídem).

La democratización política es parte esencial del patrón de desarrollo y ese proceso está determinado por la forma en que los movimientos sociales, las organizaciones campesinas y los pueblos indígenas participan en la toma de decisiones. Se les reconoce como los legítimos impulsores históricos de la transformación democrática de la sociedad boliviana. Por tanto, la democratización no pasa exclusivamente por el reconocimiento de las identidades culturales y sociales diversas de los bolivianos, sino por un diseño institucional que garantice el empoderamiento de esos actores sociales.

Esta concepción del desarrollo se materializa en cuatro dimensiones de acción. La primera, Bolivia Digna, alude al plano sociocomunitario e incide en la erradicación de la pobreza, la exclusión, la marginación y la explotación. Mediante los valores de solidaridad y reciprocidad se busca un patrón de distribución del ingreso equitativo, procurando mejores condiciones de vida a la población en los planos económico, social y político. La segunda dimensión, Bolivia Democrática, plantea la reconstrucción del poder desde abajo hacia arriba, desde las regiones y los actores sociales (movimientos sociales e indígenas). Más allá de la elección de representantes, el pueblo debe estar en condiciones de controlar y revocar las autoridades representativas, tomar decisiones y asumir las responsabilidades correspondientes. La tercera dimensión, Bolivia Productiva, buscará la diversificación de la matriz productiva del país, la creación de productos industriales e intelectuales que le son propios y la industrialización de los recursos naturales, aumentando el valor agregado de sus exportaciones. El Estado asumirá un rol de promotor y protagonista del desarrollo. Asimismo se buscará el fortalecimiento del mercado interno y definirá políticas productivas que generen excedentes, contribuyendo a la acumulación interna. Además asumirá la responsabilidad de la redistribución equitativa de la riqueza. La cuarta dimensión del Plan, Bolivia Soberana, se refiere a la autonomía del país en la toma de decisiones en función de sus propias necesidades, perspectivas e identidades. Propone la soberanía alimentaria y energética como base de su relación con el mundo.

5.5. Estrategia de transformación productiva

La dimensión estrictamente económica del Plan se aborda con un análisis de la matriz productiva de la economía boliviana. Se identifican dos grandes sectores productivos:

1) los sectores generadores de excedentes: hidrocarburos, minería, electricidad y recursos ambientales (bosques, recursos hídricos y biodiversidad). Todos ellos requieren elevadas inversiones en tecnología, son intensivos en capital y de carácter estratégico para el crecimiento del país y la generación de recursos. En estas actividades el rol del Estado ha de ser de protagonismo, creando o refundando empresas públicas que promuevan el desarrollo del sector, maximice el excedente, su apropiación, uso y distribución a través de la reinversión o transferencia a otros sectores de la matriz productiva para preservar el valor de la diversificación económica. Todo ello en un marco de sostenibilidad medioambiental. Son sectores abiertos a la inversión extranjera, que estará sujeta a una política de seguridad jurídica y reglas claras de operación.

2) Los sectores generadores de ingresos y empleo: la agricultura y ganadería, la industria manufacturera y artesanal, el turismo y la vivienda. Se trata de actividades intensivas en trabajo y que juegan un papel de gran importancia para la configuración de un desarrollo económicamente sólido y socialmente equitativo. Se trata de un sector heterogéneo con unidades productivas muy distintas en tamaño y características. En el área urbana se encuentran unidades micro, pequeñas, medianas y grandes empresas, además de cooperativas y artesanías. En el área rural están las grandes, medianas y pequeñas empresas, organizaciones económicas campesinas (OECAS), comunidades campesinas, pueblos indígenas y originarios, cooperativas y artesanías. El Estado apoyará a todas estas unidades mediante políticas con criterios de equidad, asociatividad, temporalidad y prioridad, considerando las potencialidades, equilibrios y dinamismos regionales y sectoriales (Plan Nacional de Desarrollo, 2007: 136). El propósito final en este sector es crear un tejido productivo denso y cohesionado.
Existen dos sectores transversales cuya función es el desarrollo y transformación de la matriz productiva:

1) Infraestructura: Transportes (carreteras, sistema ferroviario, aéreo, fluvial y lacustre) y telecomunicaciones. 

2) Apoyo a la producción: facilitando los medios e instrumentos para mejorar la productividad y hacer viable la producción. Se orientan al servicio financiero a la producción y el desarrollo tecnológico mediante el Sistema Nacional de Financiamiento para el Desarrollo Productivo (SINAFID) que incluye al Banco de Desarrollo Productivo (BDP), y el Sistema Boliviano de Innovación (SBI).

La política productiva se define como selectiva, priorizando las actividades que contribuyan a crear valor agregado y diversifiquen la producción nacional así como el desarrollo rural con un enfoque intersectorial, ya que el subdesarrollo y la pobreza se concentran en esa área. Se definen una batería de políticas que abordan muy diversos aspectos de la actividad productiva: comercial estratégica, de seguridad y soberanía alimentaria, de inversiones, de financiamiento del sector productivo, de innovación y desarrollo tecnológico, de empleo y de gestión ambiental. Sin embargo, el aspecto más interesante es la definición de los Complejos Productivos Integrales (CPI).

5.6. Los CPI’s: entre el territorio y el sector

La heterogeneidad estructural de la economía boliviana está causada por las asimetrías en la productividad de las actividades productivas que encuentra, a su vez, su explicación en la dificultad de acceder a la tecnología (en medios de producción, procesos tecnológicos y organizativos) por parte de muchos productores. Esto provoca una débil articulación de muchos productores a los mercados regionales, nacional e internacional. Las respuestas desde el Estado ante esta situación fueron de dos tipos. En primer lugar, favoreciendo el desarrollo del segmento moderno de la economía, con la expectativa de que absorbiera la fuerza de trabajo que operaba con bajas productividades en los emprendimientos más precarios o bien que, a través del crecimiento de la economía, se produjera un arrastre de esos segmentos hacia la modernización. Más tarde, dentro de la perspectiva del desarrollo territorial, se buscó el emprendedurismo y el apoyo aislado a los microempresarios para impulsar la mejora productiva, pero sin la consideración del contexto territorial, económico y social en que estaban inmersos, de modo que los resultados fueron aislados y fragmentarios. En los años noventa se produjo una cierta movilización de los productores, sobre todo desde el plano político, en los procesos de participación y descentralización, pero los intentos de organizar los procesos productivos territoriales carecieron de una visión estratégica de conjunto.

Los CPI’s son iniciativas de desarrollo que vinculan la dimensión económico-productiva con la social, política, cultural y ambiental, antes ausentes en una perspectiva integrada del crecimiento. Se pueden entender como “un conjunto articulado de actores, actividades, condiciones y relaciones sociales de producción en torno a la matriz productiva, en el ámbito sectorial y territorial, donde el Estado interviene generando equidad, en la redistribución de la riqueza, distribución y redistribución del ingreso, fortaleciendo y empoderando, de manera prioritaria, a los pequeños productores urbanos y rurales para Vivir Bien” (Plan Nacional de Desarrollo, 2007: 149). 

A diferencia de los enfoques territoriales más aplicados, su definición operativa se cimenta en tres elementos: el territorio, el sector y el actor. Con enfoque territorial se pretende identificar grupos de actividades productivas complementarias o competitivas que pueden potenciarse entre sí, apoyándolas para su mejora e inserción en la economía regional y nacional. El enfoque sectorial se refiere a que se incluyen actividades relacionadas con todas las fases productivas: la recolección, extracción, producción primaria, almacenaje, transformación, diseño, industrialización, distribución, comercialización, etc. Se incluyen también todas las actividades conexas y relacionadas a la producción como el apoyo logístico, la innovación, la investigación, la educación, el financiamiento, etc. Se pretende identificar ramas de actividad que sean capaces de desarrollar sinergias y encadenamientos, aunque estén localizadas en diversos ámbitos territoriales, buscando la integración de actores de distintos territorios. La dimensión de los actores incluye a pequeños, medianos y grandes productores, públicos y privados, cámaras de empresarios, entidades financieras, instancias subnacionales (municipales y departamentales), universidades e institutos técnicos, centros de capacitación técnico- empresarial, centros de extensión tecnológica, organizaciones no-gubernamentales y otras organizaciones de la sociedad civil.

Las políticas de apoyo a los CPI´s se orientarán en sentido transversal y se focalizarán prioritariamente en las unidades más pequeñas. Se refieren a servicios financieros, formación, tecnología, información e inteligencia de mercados, infraestructura productiva y de apoyo a la producción. Este tipo de proyecto se define como integral en la medida en que abarca diversas dimensiones de la vida social de los productores. A las actividades vinculadas directamente con el proceso productivo se añaden los ámbitos de la salud y la educación y el desarrollo social y cultural en general. Asimismo mantienen el criterio de sostenibilidad y armonía con la naturaleza que subyace en toda la propuesta del Vivir Bien.

Desde que entró en vigor el Plan se han realizado prospecciones en todo el territorio para identificar y organizar complejos productivos integrales. La región en la que más se avanzó en esta tarea estratégica fue Cochabamba. En ese departamento se definieron cinco CPI´s haciendo prevalecer el criterio territorial. El primero se organiza en la región del Cono Sur cochabambino, afecta a 12 municipios, en los que se llevan a cavo actividades productivas en torno al turismo, papa y cereales. El segundo se localiza en la zona del Trópico de Cochabamba, y está integrado por cuatro municipios en torno a la biodiversidad, el turismo, la producción frutícola, los lácteos, la forestación y la artesanía. El tercero se ubica en la región metropolitana, integrando 9 municipios en torno al sector textil, el cuero, la madera la piedra y los metales preciosos. El cuarto complejo se localiza en el llamado Valle Alto, en torno a la producción de cereales y frutas. El quinto se halla en la región andina, en cinco municipios en los que se producen tubérculos, cereales, artesanía, minería no metálica y del hierro. Una vez definidos los complejos, la administración debe acometer las acciones para impulsarlos, especialmente por medio de la dotación de infraestructuras tales como la red viaria, comunicaciones en general, sistemas de riego, formación, financiación, etc. realizadas de acuerdo con un orden de prioridades que se orienta a disminuir las diferencias entre regiones y productores.

En otros departamentos también se dieron pasos en la identificación y organización de complejos productivos. Así ocurre en el sudoeste de Potosí donde, desde 2007, se organiza un complejo basado en el sector, en este caso las actividades turísticas, aprovechando las condiciones de la zona, favorables al desarrollo del turismo científico, ecológico, antropológico e histórico. Desde este núcleo se busca integrar otras actividades propias de zonas rurales. Es un caso en el que, a través de una actividad, se pretende dinamizar la región de forma equilibrada impulsando la diversificación del tejido productivo.


Un caso distinto es el llamado Complejo Productivo Integral de la Quinua. En este caso el proyecto se organiza claramente en torno a un producto. El enfoque es decididamente tributario del de las cadenas productivas, identificando diversas fases en el ciclo del producto, que se intenta integrar para aprovechar las sinergias resultantes. Las fases definidas son: producción, beneficiado, transformación, industrialización y comercialización
. En este caso, el proyecto debe integrar a productores que se localizan en distintas regiones, creando una red nacional que se superpone a los proyectos eminentemente territoriales. Tanto en el Plan como en la formulación concreta de proyectos de complejos se pretende superar el enfoque del mero encadenamiento productivo a través de la inclusión de dimensiones sociales y culturales. En este caso se incluyen políticas concretas de fortalecimiento institucional público, privado y comunitario con el fin prioritario de mejorar la organización de los productores a partir de los principios de democracia y participación. Se pretende también fomentar el intercambio de experiencias, saberes y conocimientos en el marco de la interculturalidad entendida como una fortaleza del complejo.


Con la presentación de estos tres casos se intenta mostrar la flexibilidad del modelo de CPI´s y también sus puntos débiles. Flexibilidad en la medida que no circunscribe al territorio las posibilidades de definir y desarrollar proyectos productivos, integrando a productores de distintas regiones en torno a un producto. Debilidad, por la ambigüedad de la definición ya que, en la práctica, estaríamos en presencia de dos tipos de iniciativas que muestran focos distintos. Una centrada en actores y territorios y otra centrada en actores y productos. Aún donde convergen territorio y producto (como en el caso del turismo en Potosí) la dimensión territorial prevalece en el intento de diversificación para fortalecer estratégicamente el complejo. También está por desarrollar la perspectiva social y cultural, que diferenciaría este tipo de iniciativas de otras centradas estrictamente en lo económico.

6. Evolución reciente
Los cambios políticos de la primera mitad de la década coincidieron con un nuevo ciclo de crecimiento de la economía boliviana. El impulso provino de los recientes descubrimientos gasíferos y del desarrollo de la agricultura con destino industrial del Oriente Boliviano. Este nuevo escenario productivo dio una cierta base económica a las transformaciones políticas puestas en marcha. Además, los cambios internos ocurrieron en medio de una situación muy propicia del mercado mundial, donde la demanda de productos primarios venía creciendo sostenidamente desde comienzos de siglo, dando lugar a una relación de intercambio favorable a los países exportadores de materias primas. Esta situación, inusual en términos históricos, se tradujo en un ingreso continuo de divisas para la economía boliviana. Los tiempos externos e internos se conjugaban a favor del desarrollo.
El repaso de las principales variables económicas y sociales permite dimensionar y valorar estos efectos, así como las transformaciones cualitativas de la economía boliviana para estimar su viabilidad y proyección. En el presente capítulo se expondrán los datos más relevantes del período para identificar tendencias que permitan evaluar el impacto de las medidas llevadas a cabo desde los distintos niveles de administración. 
6.1. Indicadores económicos

La economía boliviana ha experimentado un crecimiento sostenido en la última década. El gráfico 6.1 presenta la evolución de la variación interanual del Producto Interior Bruto de Bolivia, así como su relación con la evolución de la población, a lo largo de la década. En ambas variables se ve un crecimiento continuo a tasas crecientes, excluyendo el año 2009, cuando la tasa de crecimiento fue menor que la del año anterior, siempre manteniendo el signo positivo. 
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Para el conjunto del período la tasa de crecimiento medio interanual del producto fue del 3,8 por ciento, si  bien el crecimiento demográfico dejó la tasa media interanual por habitante en el 1,9 por ciento. Comparando esta evolución con el conjunto de América Latina y el Caribe, se verifica que los registros bolivianos están por encima de la media. Entre 2002 y 2009 el PIB regional aumentó a una tasa de 3,3 por ciento interanual, mientras que el boliviano lo hizo al 4,1 por ciento interanual; al tiempo que el crecimiento del PIB por habitante fue respectivamente del 2,1 y 2,2 por ciento.  

En el análisis sectorial de la economía boliviana se aprecian los distintos comportamientos de las actividades productivas. Destaca claramente la producción de bienes primarios, especialmente la minera, en la que se incluyen los hidrocarburos. Este rubro alcanzó, en 2008, una tasa interanual superior al 20 por ciento. La agricultura, por su parte, tuvo una evolución irregular, con saldo positivo, pero con registros negativos en 2007 y 2010 (Gráfico 6.2). 
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El sector secundario experimentó un comportamiento diverso. La industria manufacturera y el sector eléctrico crecieron a tasas discretas a lo largo del período, mientras que la construcción tuvo una evolución cambiante, con momentos de auge, en 2002 y 2007, cuando se registraron crecimientos en torno al 15 por ciento y otros de fuertes caídas, como en 2003, en torno al -23 por ciento (Gráfico 6.3).
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Los servicios también experimentaron un crecimiento a lo largo de la década. Dentro de los progresivos, los transportes y comunicaciones tuvieron el comportamiento más estable, con un crecimiento constante. En cambio los servicios financieros muestran dos etapas claramente diferenciadas. En los primeros años experimentaron caídas recurrentes, pero a partir de 2005 la consolidación de la economía y la disponibilidad de flujos externos dieron lugar a un crecimiento considerable, con tasas interanuales entre el 4 y el 6 por ciento (Gráfico 6.4).
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Los servicios estancados tuvieron un comportamiento más regular, con tasas positivas de crecimiento y tendencias crecientes a lo largo de todo el período (Gráfico 6.5). Aunque no disponemos de datos más desagregados, en estos rubros se contabilizan los ingresos debidos a las mejoras en relación con las necesidades sociales básicas y los derivados de la atención preferente que está recibiendo la actividad turística.
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El Grafico 6.6 nos muestra la evolución de las principales magnitudes monetarias. La tasa de inflación sufrió presiones alcistas durante toda la década, animada por los flujos de divisas derivados, sobre todo, de la expansión de las exportaciones y por la tendencia creciente de los precios internacionales, especialmente de los alimentos. Esta tendencia obligó a la autoridad monetaria a implementar políticas para controlar y, en su caso, reducir la liquidez. La crisis produjo un freno de la actividad y una caída abrupta de los precios en 2009, obligando a la reversión de las políticas monetarias a través de estímulos monetarios que fueron retirados en 2011. 

Las tasas de interés mantuvieron una tendencia decreciente, mejorando las condiciones de financiación e inversión a lo largo de la década. Hacia finales del período, como parte de una política de bolivianización del sistema financiero, se subió el encaje bancario al 3,5 por ciento en moneda nacional y al 13,5 por ciento en moneda extranjera. Como consecuencia de este tipo de medidas, hacia finales de 2010 el sistema financiero registró más de la mitad de depósitos y préstamos en moneda nacional.
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Acaso los agregados de mayor importancia para explicar la evolución general de la economía boliviana sean los ingresos y gastos del sector público no financiero. Su evolución es el resultado, por un lado, de la evolución general de la actividad económica y su traducción en tributos y, por otro, de los cambios institucionales en la regulación de las actividades económicas, especialmente las referidas a recursos naturales como la minería, el petróleo y, sobre todo, el gas. La entrada en vigor de las leyes y decretos supremos sobre hidrocarburos, referidas en el capítulo anterior, dio lugar a un notable incremento de la recaudación tributaria y de regalías por parte del Estado boliviano, pasando de niveles cercanos al 28 por ciento del PIB en 2004, a otros en torno al 48 por ciento del PIB en 2008 (Véase Gráfico 6.7). Este incremento pone a al Estado boliviano en un nivel de disponibilidad de recursos similar al de los países desarrollados y superior al de los demás países de la región. De esta forma las administraciones disponen de recursos financieros para emprender políticas activas de desarrollo e impulsar procesos productivos en diversos niveles y acometer las políticas sociales necesarias para avanzar en la erradicación de la pobreza.
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La nueva situación fiscal permitió cambiar radicalmente el signo del balance de ingresos y gastos que refleja el presupuesto del Estado que, desde 2006, pasó a ser positivo (Véase el Gráfico 6.8). La consolidación e incremento del superávit primario permitió, además de contar con recursos públicos para estimular la economía y promover el cambio estructural considerado como necesario, atender los compromisos financieros internos y externos. De esta manera la deuda pública fue reduciéndose en relación con el PIB a lo largo de toda la década, especialmente desde 2006 (Gráfico 6.9), pasando de representar en torno al 90 por ciento del PIB, en 2003, a ubicarse por debajo del 40 por ciento del PIB, en 2008.
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Es de notar la caída del volumen de la deuda externa que desde 2006 es inferior a la interna. Como consecuencia de esta situación unida a su consolidación como exportadora de productos energéticos, la economía boliviana aumentó su capacidad de atracción de inversión extranjera directa. Después de las tensiones sufridas en el momento de la nacionalización de los hidrocarburos, las empresas transnacionales asumieron la nueva situación que les sigue permitiendo operar con buenas rentabilidades.
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En buena medida, el crecimiento de la economía boliviana estuvo impulsado por la demanda externa. El nuevo perfil exportador del país muestra una estructura más equilibrada, pero sigue manteniendo la primacía inapelable de las exportaciones de hidrocarburos y, en todo caso, de productos primarios. Incluso podría hablarse de primarización por el aumento de la presencia de este rubro en las exportaciones. En 2002 representaba el 84,2 por ciento de las exportaciones y en 2009 llegaba ya al 92,9 por ciento. Esta trayectoria estuvo acompañada (y estimulada) por la evolución favorable de los términos del intercambio de los productos primarios bolivianos, que entre 2000 y 2009 se revalorizaron un 40 por ciento.

En el gráfico 6.10 podemos ver la evolución de los principales rubros de exportación del país. Tomamos una serie que comienza en 1990 para apreciar nítidamente el incremento de las exportaciones producido en al cambio de siglo, con la comercialización de los nuevos yacimientos de gas, que se venían a sumar al crecimiento, mucho más moderado, que experimentó la producción y exportación de soja desde los años noventa
.

A lo largo del período el valor de las exportaciones pasó de unos 1000 millones de dólares a 5000 millones (6500 millones si no consideramos el mal año 2009). En su composición destacan claramente los productos tradicionales, entre los que se encuentran los hidrocarburos (gas natural y petróleo) y los minerales (zinc, plata, estaño, plomo y oro, etc.). Las exportaciones de gas alcanzaron un valor de casi 2000 millones de dólares en 2009 (y 3100 millones el año anterior) representando entre un 40 y un 50 por ciento de las exportaciones bolivianas.

Entre las exportaciones no tradicionales destaca el crecimiento de las de soja, que en 1990 representaba el 14 por ciento del rubro y el 4,2 por ciento de las exportaciones totales; mientras que en 2009 alcanzaba ya el 40 por ciento de las no tradicionales y el 9,6 por ciento de las totales. En este último año aportaron 465 millones de dólares en divisas. Otros productos no tradicionales son el azúcar (68 millones de dólares en 2009), la madera (65 millones), las castañas (64 millones) y los productos de confección (25 millones de dólares)
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El crecimiento de las exportaciones aportó estabilidad macroeconómica al proceso de reformas emprendido por el gobierno del MAS. Permitió ingresar las divisas que serían esenciales en el saneamiento de las cuentas públicas y además dio lugar a un incremento sostenido de importaciones para proveer a la economía nacional de bienes de capital y de consumo. Toda esta expansión se realizó con unas cuentas exteriores relativamente equilibradas, aspecto que dio también solvencia al proyecto reformista en términos internacionales. La Balanza de Bienes permaneció superavitaria desde 2003, alcanzando los 1800 millones de dólares en 2008 (véase el Gráfico 6.11). Pero lo más significativo, en términos históricos, es el mantenimiento del superávit en la cuenta corriente, aún mayor que el de bienes, llegando a los 2000 millones de dólares en 2008. Esta partida había sido deficitaria desde 1990 hasta 2002.
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6.2. Indicadores sociales

A continuación expondremos algunos indicadores sociales significativos. El propósito de este análisis es evaluar en qué medida los procesos económicos y políticos que venimos describiendo tienen su reflejo en el plano social. En realidad, el alcance de las conclusiones que se pueden sacar es limitado porque el período para el que disponemos de datos no coincide exactamente con el de las transformaciones políticas que nos ocupan. Sin embargo, recogiendo los datos disponibles de la década 1997-2007, encontramos indicios de las transformaciones que vienen produciéndose en Bolivia desde los años noventa y nos alineamos con la hipótesis central de este trabajo, según la cual los procesos que se desencadenaron desde la llegada del MAS al gobierno encuentran su explicación en transformaciones desplegadas desde una década atrás.

Un primer dato interesante es la evolución de la esperanza de vida al nacer, que experimentó un incremento sostenido a lo largo de todo el período. En una variable de este tipo hemos de remontarnos a un período más largo para encontrar diferencias significativas (Véase el Gráfico 6.12). Así, observamos una evolución desde los 54 años del quinquenio 1980-85 a los 66 años del período 2005-2010. Hay que tener en cuenta que estamos reflejando valores nacionales medios, sujetos a grandes divergencias, según se desagreguen por regiones o bien en zonas urbanas y rurales.
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Desagregando por sexos, para los hombres la esperanza de vida evolucionó desde los 52 hasta los 63 años, mientras que para las mujeres lo hizo desde los 56 hasta los 68 años.

El Gráfico 6.13 nos muestra la evolución de la mortandad infantil en el mismo período. Se ve un descenso continuado en los valores registrados desde 109,2 por mil niños nacidos vivos en el período 1980-85, hasta 46, en el período 2005-10. La caída sigue una tendencia constante, salvo para los años noventa, en que la reducción se frenó en el marco de los planes de ajuste. Los niveles registrados, sujetos a importantes diferencias regionales, son muy elevados en términos latinoamericanos. La Media de América Latina para el período 2005-10 es de 21,7 defunciones de menores de un año por cada mil nacidos vivos.
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Una de las asignaturas pendientes de la sociedad boliviana es la reducción de los niveles absolutos de pobreza e indigencia, muy elevados, aun para al ámbito latinoamericano. La evolución de los indicadores de pobreza e indigencia en la última década están recogidos en el Gráfico 6.14. En el conjunto del período las líneas de pobreza y de indigencia han experimentado una ligera caída. El porcentaje de bolivianos pobres descendió del 62,1 en 1997 al 54 en 2009; mientras que el de indigentes se redujo desde el 37,2 al 31,2. Sin embargo, observamos que la línea de pobreza ha seguido tres tendencias en una década: entre 1997 y 1999 fue decreciente, entre 1999 y 2004 fue creciente (hecho muy significativo en un contexto de crecimiento y transformaciones sociales y políticas), para decrecer más rápidamente desde 2004. En la línea de indigencia se perciben dos pendientes: hasta 2002 podría caracterizarse de estancamiento y a partir de esa fecha de ligero decrecimiento. Los valores medios de América Latina para ambas variables son muy inferiores. La línea de pobreza bajó en la región desde el 43,5 por ciento de la población hasta el 34,1 en esos diez años, mientras que la indigencia lo hizo desde el 19,0 al 12,6 por ciento de la población.

Estos datos se hacen más elocuentes cuando se diferencian las áreas urbanas de las rurales, en las que la pobreza e indigencia presentan una incidencia mayor. La pobreza urbana se redujo en el período entre el 52,3 y el 42,4 por ciento (11,6 puntos porcentuales por debajo de la media para el registro más reciente). La pobreza rural, mientras tanto se reducía desde el 78,5 al 75,8 por ciento de la población (21,8 puntos sobre la media para el último registro y 41,7 puntos porcentuales por encima de la media de América Latina). Con la línea de indigencia en las distintas zonas ocurre algo similar. En zonas urbanas la reducción fue desde el 22,6 al 16,2 por ciento de la población, mientras que en zonas rurales la leve reducción de la línea fue desde el 61,5 al 59,0 por ciento de la población. Esto pone al descubierto la gran heterogeneidad de los niveles de desarrollo en el país y las diferencias en las condiciones de vida de la población asociadas a su localización geográfica. 
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Al analizar la incidencia de la pobreza por géneros se observa una tendencia regresiva, es decir que la pobreza se está feminizando, rasgo que se observa especialmente desde 2002. El Gráfico 6.15 muestra la evolución del índice de femineidad de la pobreza
.
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De los datos se extrae también que la indigencia estuvo más feminizada que pobreza hasta 2007, cuando la incidencia de invirtió. En cualquier caso, las bolivianas tienen todavía entre un 10 y un 11 por ciento mayor de probabilidades de ser pobres o indigentes que los bolivianos.

Sin embargo, en los hogares donde la mujer es “Jefa de hogar” la incidencia de la pobreza es menor. Para 2007 el 48,6 por ciento de los hogares con jefe femenino era pobre, mientras que ese valor alcanzaba el 55,5 por ciento de los hogares con jefe masculino. Para la indigencia se observa la misma pauta (25,0 y 32,8 por ciento, respectivamente).

La pobreza e indigencia son medidas absolutas que dan una idea del nivel de carencias de muchos bolivianos. Para completar esta descripción es útil introducir una variable que mida la disponibilidad de recursos de forma relativa, es decir la desigualdad. Al dividir la población boliviana en cuatro grupos de ingresos, tal como aparece en el Gráfico 6.16, se aprecia un alto grado de concentración del ingreso. En 2007 el cuarenta por ciento de la población apenas disponía de poco más del 10 por ciento del ingreso, mientras que, en el otro extremo, el diez por ciento disponía de más del 35 por ciento de los ingresos.
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En las cohortes intermedias la disponibilidad de ingresos es más proporcional. El 30 por ciento de población siguiente al 40 más pobre dispone del 25 por ciento del ingreso nacional, mientras que el 20 por ciento siguiente lleva a tener el 28 por ciento del ingreso. En el período reflejado se observa también una tendencia a la equidad, ya que se registra ganancia de renta en los dos primeros segmentos que totalizan el 50 por ciento de la población, y pérdida en 10 por ciento con más ingresos.

En una variable sintética como es el Índice de Gini (Gráfico 6.17) se observa esa tendencia a la equidad, ya que pasó en los diez años de 0,59 a 0,56 (Valores inferiores a los de Brasil, Colombia, Guatemala y Honduras, con 0,58). La tendencia descendente de este índice de desigualdad se alteró entre 1999 y 2002 cuando creció, en el contexto de las crisis sociales. Asimismo se percibe una mayor desigualdad en zonas rurales donde el índice se eleva hasta 0,60 en 2007; diferenciándose de las zonas urbanas, donde cae hasta 0,50. Es decir que en las regiones rurales no sólo hay más incidencia de la pobreza e indigencia, sino que la desigualdad en el ingreso es también mayor.
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Para analizar la relación entre la estructura productiva y la pobreza es muy útil identificar y dimensionar las actividades de baja productividad, es decir, lo que denominamos economía informal. En esta perspectiva de la economía informal se la define como las estrategias de supervivencia de la población ante la incapacidad del sector moderno de la economía de absorber la fuerza de trabajo disponible, ya sea por el crecimiento demográfico, por la migración a las ciudades, o bien por la desaparición de actividades modernas más productivas (de León, 1996). Estas estrategias suponen la realización de actividades económicas urbanas que no tengan grandes barreras de entrada (capital, conocimiento, tramitación, etc.) y se puedan acometer de manera inmediata. Por tanto, van asociadas generalmente a escasa disposición de tecnología, bajas productividades del trabajo, bajos ingresos y, en consecuencia, bajos niveles de vida. Las más difundidas son el comercio y los servicios personales.

En el Gráfico 6.18 se muestran los datos de este segmento productivo, correspondientes a las distintas categorías de trabajadores vinculados a actividades de baja productividad. Allí se aprecia que, en 2007, representaban más del 60 por ciento de la Población Económicamente Activa (PEA). Analizando por categorías laborales, casi un 40 por ciento de la PEA son trabajadores independientes no cualificados; lo que llamamos autoempleo de baja productividad, asociado a ingresos de supervivencia. Otro 15 por ciento de la PEA son asalariados en microempresas, mientras que un 5 por ciento son trabajadores domésticos y otro 5 por ciento son microempresarios. 

Estos datos dan cuenta de la gran extensión de la economía informal urbana en Bolivia y la necesidad de aplicar políticas tendentes a mejorar las condiciones productivas de sus diversos segmentos. En unos casos con políticas de mejora empresarial y en los más con políticas que generen empleabilidad entre los trabajadores informales. 
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Las condiciones de vida derivadas de estas actividades se vislumbran a partir del Gráfico 6.19, que presenta los niveles de ingresos de los trabajadores informales en relación con la línea de pobreza per cápita. Esta se entiende como el coste de una cesta de bienes esenciales para sobrevivir. En el gráfico de ve que el nivel de ingresos de los trabajadores y trabajadoras domésticos es inferior al doble de la línea de pobreza, lo que da una idea de la escasez en la que se desenvuelve su unidad familiar, generalmente compuesta por varios miembros. Algo similar ocurre con los trabajadores independientes no cualificados, cuyos ingresos son 2,4 veces la línea de pobreza, similar a los de los trabajadores en microempresas (2,5 veces). El ingreso medio del conjunto de trabajadores del sector informal es 2,7 veces la línea de pobreza.
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Este panorama de la evolución de las variables sociales puede complementarse con otras que dan cuenta del gasto social. Los cambios políticos acontecidos a lo largo de la década hacen suponer un incremento del gasto social. Mas arriba señalamos el incremento de los recursos públicos debido a la política de hidrocarburos y minería del gobierno de García Mesa y, especialmente de Evo Morales. Este aumento del peso económico del Estado supone la captación y utilización de más recursos para inducir el cambio estructural de la economía recogido en el Plan Nacional de Desarrollo y en la propia Constitución, así como para reducir la brecha económica entre bolivianos que acabamos de describir. En este aspecto, el gasto social es un apartida especialmente importante.

En términos relativos, en cambio, no ha habido un incremento significativo del gasto social. En 1997 representaba el 15,5 por ciento del PIB, mientras que en 2006, último año para el que disponemos de datos es el 16,2 por ciento. Dentro del gasto público representa una partida ligeramente creciente, desde el 41,9 por ciento en 1997 al 46,9 por ciento en 2006
. 

El gasto en educación también experimentó un ligero incremento en estos años, pasando del 5,2 por ciento de PIB en 1997 al 6,3 por ciento en 2006 (17,8 y 19,1 por ciento del gasto público, respectivamente.

El gasto en salud permanece en los niveles anteriores al nuevo ciclo político, en torno al 3,3 por ciento del PIB (aproximadamente el 10 por ciento del gasto público). Sí ha crecido la partida correspondiente a seguridad y asistencia social, que llegó en 2006 al 4,7 por ciento del PIB (14,2 por ciento del gasto público).

Otras variables relacionadas con el desarrollo y el bienestar social, como las educativas, muestran evidentes avances. Así la tasa de matrícula en enseñanza primaria llegaba en 2007 al 95 por ciento, valor idéntico a la media de América Latina. El porcentaje de alumnos que terminan la enseñanza primaria llegaba en 2008 al 96,4 por ciento, más de tres puntos por encima de la media latinoamericana (93,1 por ciento). En 1992 apenas era el 67,1 por ciento, 15 puntos porcentuales por debajo de la media de América Latina. La tasa de alfabetización de personas entre 15 y 24 años era, en 2007, del 99,4 por ciento (por 95,9 por ciento de media regional).

Las variables que reflejan las condiciones de vida en pueblos y ciudades, en cambio, dejan ver un rezago respecto de otros países de la región. Así, por ejemplo, el porcentaje de personas con acceso a fuentes mejoradas de abastecimiento de agua llegaba en 2006 al 86, mientra que la media latinoamericana está en el 91 por ciento. Sólo el 43 por ciento de la población boliviana tenía acceso a saneamiento urbano, mientras que en el conjunto de América Latina es el 77,7 por ciento. Además, el 50,4 de los bolivianos vive en zonas urbanas calificadas como tugurios, mientras que en el conjunto de la región ese porcentaje es 25,4.

7. Conclusiones
A lo largo de este trabajo hemos repasado las grandes etapas económicas por las que pasó Bolivia. En primer lugar hicimos una breve mención a su inserción como exportadora de materias primas (plata) en la economía mundial, en épocas de la colonia. Vimos también la continuidad del modelo económico después de la independencia y la configuración de la república oligárquica, sobre la misma base económica. La superación de la hegemonía oligárquica, construida en torno a la explotación primario – exportadora, fue acometida desde diferentes proyectos. Primero, después de largos años de intentos fallidos, con la modernización nacionalista (1952-1971). En este proyecto, surgido de la Revolución de 1952, el protagonismo económico se centraba en el Estado, la nacionalización de las grandes empresas, el apoyo a un incipiente proceso de industrialización y la expansión del mercado interno. Más tarde, después del plan de ajuste de 1985, se impuso el proyecto de modernización liberal (1985-2003), caracterizado por la retracción de la presencia del Estado, las privatizaciones, la apertura externa y la desregulación general de las actividades económicas sobre el trasfondo del Consenso de Washington. El modelo productivo con el que se intentaba generar actividad para el desarrollo de la economía nacional, se orientaba a crear un buen ambiente para los negocios y fomentar el emprendedurismo entre la población. Para ello se abrieron cauces de participación y concertación entre actores económicos que terminaron por desbordar los marcos institucionales establecidos desde arriba, para inducir nuevos procesos económicos y políticos. El nuevo proyecto surgido de la movilización de los actores sociales y construido participativamente desde abajo hacia arriba, que llamaríamos modernización popular (desde 2004), ha devenido un hondo proceso de reformas que afectaron a todos los planos de la sociedad boliviana.

La llegada al gobierno del Movimiento al Socialismo y de su líder, Evo Morales, se inscribe en esta corriente de sucesos. Pero el propio gobierno se ha visto en la necesidad de refundar el Estado boliviano, para crear estructuras capaces de impulsar los cambios largamente demandados por los segmentos más necesitados y secularmente olvidados de la población en un contexto político, social y territorial de gran complejidad. Los nuevos actores: movimientos políticos, comunidades campesinas, pueblos indígenas correspondientes a las numerosas etnias que habitan el territorio boliviano, etc., reclamaban ya no sólo ser representados en las estructuras institucionales, sino participación política en diferentes niveles locales, regionales y nacionales. La acción del gobierno de Morales se aplicó a la creación de una nueva legitimidad democrática, sin exclusiones y cimentada en una combinación de los valores progresistas de la tradición occidental con los propios de las tradiciones de los pueblos nativos del territorio boliviano.

Entre esas acciones tienen especial importancia el Decreto Presidencial de Hidrocarburos (2006), el Plan Nacional de Desarrollo (2007) y la propia Constitución Política (2009), que reserva una buena parte de su articulado a la organización económica del país. El gran valor del primero, que amplía y aplica la ley del año anterior, es que aumenta la capacidad financiera del Estado para acometer las reformas estructurales necesarias y destinar un mayor volumen de recursos a gasto social con el objetivo de atender las innumerables necesidades insatisfechas por los segmentos de población con menor nivel de renta. Los ingresos públicos pasaron de encontrarse por debajo del 30 por ciento del PIB a ubicarse por encima de 45 por ciento, una cifra muy destacable en el contexto latinoamericano.

El documento económico más importante de esta etapa fue, indudablemente, el Plan Nacional de Desarrollo Bolivia digna, soberana, productiva y democrática para vivir bien. Ahí se plantea la transformación de la estructura productiva del país y se definen los valores, estructuras, medios y metodologías que han de aplicarse para conseguirlo. En cierta medida, el reto que tiene por delante el gobierno de Morales consiste en desplegar y desarrollar una nueva base material en el país, más allá de control de la fuente de divisas internacionales, para consolidar los cambios políticos llevados a cabo en la última década. Para ello es necesario el desarrollo del tejido productivo en torno a las actividades económicas rurales y urbanas que generen ocupación e ingresos al grueso de la sociedad boliviana. En este terreno entran desde las industrias destinadas a fortalecer el mercado interno, hasta la pequeña y micro producción rural enfocada a mercados regionales y locales, que tanta importancia tienen para las comunidades y los pueblos indígenas originarios. Es algo así como construir una infraestructura y estructura materiales de la sociedad, para apuntalar y consolidar los cambios superestructurales llevados a cabo. Si no se consigue avanzar en este tema tan importante, la invalorable experiencia de estos años y los pasos dados en la construcción de una sociedad más justa y participativa podría convertirse en otro episodio ocasional de la historia del país.

El instrumento mas representativo en la nueva estrategia para crear tejido productivo es el Complejo Productivo Integral (CPI), unidad productiva que integra el territorio, el sector (de manera extraterritorial) y el actor, incorporando elementos propios del entorno cultural de los productores para dar identidad y cohesión a estos ayllus del siglo XXI. Esta singular visión del desarrollo busca la mejora de las condiciones de producción mediante el clásico apoyo público en infraestructuras, crédito, formación, tecnología, información, etc., pero también la mejora de las condiciones de vida de los productores, por medio del mantenimiento de sus relaciones sociales y la preservación de sus entornos culturales, tan sensibles a las acometidas de los usos y prácticas más depredadoras del capitalismo occidental. Para ello es imprescindible el avance en el empoderamiento de los actores sociales que protagonizan el proceso de desarrollo, más allá de los escenarios planificados y diseñados por la dirigencia política. En este tipo de procesos económicos y políticos, se ha de asumir que el propio proyecto está abierto en su devenir, ya que éste depende en buena medida de la voluntad de sus protagonistas, que se va desplegando junto con su conocimiento y consciencia social, a lo largo del tiempo. 

En lo referente a la evaluación realizada a partir de las variables  macroeconómicas, sectoriales y sociales, las conclusiones que pueden extraerse son limitadas. En primer lugar, porque no existe la perspectiva necesaria para interpretar los datos correspondientes de forma estricta a la etapa del gobierno del MAS. En segundo término, habría que complementar los datos disponibles con aproximaciones más cercanas a los procesos estudiados. Sin embargo, sí se pueden reforzar con estas referencias cuantitativas las apreciaciones realizadas en la aproximación cualitativa a la sociedad boliviana. 

En el conjunto de la década se aprecian resultados macroeconómicos positivos, tanto de crecimiento general como de avance en las actividades productivas concretas. Más allá de las actividades mineras y especialmente la extracción de gas, que tuvieron un incremento significativo, otras actividades como la agricultura y los servicios (tanto estancados como progresivos) mostraron tasas positivas. La industria manufacturera presentó también tasas positivas a lo largo de toda la década, pero muy débiles. Las variables monetarias acompañaron esta tendencia con caídas de las tasas de interés, pero con cierta inestabilidad en los niveles de precios. Sin embargo, como quedó dicho en párrafos anteriores, el incremento de los ingresos públicos fue el dato macroeconómico más importante. Además de los resultados para el funcionamiento interno de la economía, esta nueva situación fiscal derivó en sostenidos superávits primarios, el fortalecimiento de las cuentas públicas exteriores y la reducción constante de la carga de la deuda pública, que llega a finales de la década por debajo del 40 por ciento del PIB.

Las variables sociales revelan también una mejora sostenida, muchas de ellas como continuación de un proceso que comenzó antes del período estudiado. Así ocurre con la esperanza de vida y la mortandad infantil, indicadores sociales básicos, que vienen mejorando desde los años ochenta, con una cierta ralentización en ese proceso de mejora continua en la década del noventa. En las líneas de pobreza e indigencia se aprecia una mejora más evidente desde 2002-2004, cuando comenzaron a plasmarse en medidas sociales las transformaciones políticas y el cambio de sensibilidad del gobierno hacia los problemas de la población rural, la más afectada por la pobreza y la indigencia. No obstante el país sigue presentando un cuadro muy grave en materia de ingresos para la mayoría de la población, con cifras muy elevadas en el contexto latinoamericano. En términos de género los resultados son igualmente pobres ya que constatamos una cierta feminización de la pobreza e indigencia.

Con respecto a la desigualdad en la percepción de ingresos, se verifica una cierta tendencia a la equidad, especialmente en los extremos de la distribución, hecho que se refleja en una ligera caída del índice de Gini. Para analizar el mercado de trabajo en países como Bolivia no es relevante considerar el nivel de desempleo, ya que muy pocos trabajadores pueden permanecer inactivos ante la inexistencia de mecanismos públicos de contención social y el bajo nivel general de ingresos de las familias, que tampoco pueden cumplir con ese papel. Por tanto, resulta más ilustrativo considerar el trabajo en el sector informal, definido como aquel en el que se realizan actividades de subsistencia, caracterizadas por la baja productividad. En este segmento productivo se observa una disminución de los trabajadores, especialmente aquellos que se desempeñan por cuenta propia; mientras se registra un ligero aumento entre los que se emplean en microempresas. Todo esto en el marco de un elevado nivel de informalidad, que supera el 60 por ciento de la PEA. Las situaciones de pobreza que afectan a este segmento de población están estrechamente vinculadas a sus paupérrimas condiciones de trabajo, siendo frecuente encontrar trabajo infantil o familiar no remunerado, largas jornadas, condiciones penosas o peligrosas, trabajo a destajo o pago en especie. Los ingresos de estos trabajadores también han caído en la última década.

Los cambios realizados en las series estadísticas en 2002 dificultan las comparaciones temporales, pero puede concluirse que al lo largo de la década se registraron discretas mejoras en materia de educación y sanidad. Es especialmente notable la mejora en escolarización y rendimiento escolar. Sin embargo, existe un rezago significativo en las condiciones sanitarias en pueblos y ciudades, donde se requieren importantes inversiones para mejorar el entorno en el que viven cientos de miles de bolivianos y bolivianas.

Esta es la imagen general de una sociedad que está en movimiento como nunca antes. No resulta fácil responder a la pregunta si el proceso en que se halla inmersa la sociedad boliviana constituye un camino de desarrollo. Para ello deberíamos convenir en los elementos que definen un concepto tan complejo y tantas veces utilizado con connotaciones diferentes. Si convenimos en que el desarrollo de una sociedad está caracterizado por la concurrencia de cuatro dimensiones inexcusables a saber: satisfacción de necesidades (producción), equidad, sostenibilidad medioambiental y legitimidad, debemos reconocer que Bolivia se encuentra en el camino del desarrollo. El avance en la mejora productiva y las condiciones materiales en que se realiza la producción; la mayor disponibilidad de recursos y la creación de mecanismos de redistribución; la conservación del medio natural y la compatibilización de producción y protección; y el empoderamiento de la sociedad mediante la participación en las decisiones desde abajo hacia arriba, hacen pensar que se está construyendo una sociedad más próspera y justa. Al evaluar este proceso desde la experiencia de desarrollo de otras sociedades occidentales o bien con los esquemas que nos dicta la tradición académica, hemos de tener en cuenta la complejidad y la heterogeneidad de la sociedad boliviana, donde coexisten etnias, regiones, clases sociales, actividades económicas diversas, tradiciones culturales y formas de organización muy distintas. La conjunción satisfactoria de tantos planos distintos ha de ser necesariamente resultado de prácticas innovadoras, cuyo resultado será un proceso de desarrollo diferente del que conocemos en las sociedades hoy desarrolladas, acaso más equilibrado y socialmente más integrador. Otro desarrollo.

La garantía de avance, en este sentido multidimensional del concepto de desarrollo, se halla en el protagonismo de los actores sociales, cuya participación en los acontecimientos de la última década, constituye un ejercicio inequívoco de profundización democrática.
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Gráfico 6.1.


Bolivia: Evolución del producto total y por habitante (2001-2010)
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Gráfico 6.2


Bolivia: Actividades productivas primarias. Evolución 2001-2009 Tasas de variación aprecios constantes (Porcentajes)











Grafico 6.3


Bolivia: evolución del sector secundario (2001-2010)


Tasas de variación a precios constantes (Porcentajes)
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Gráfico 6.4


Bolivia: Servicios progresivos Tasas de variación a precios constantes
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Gráfico 6.5


Bolivia: Servicios estancados. 


Tasas de variación a precios constantes (Porcentajes)
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Grafico 6.6


Bolivia: Variables monetarias 2001-1009 (Porcentajes)
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Gráfico 6.7


Bolivia: Ingresos públicos 2001-2010 (Porcentaje del PIB) 





Fuente: CEPAL
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Gráfico 6.8


Bolivia: Resultado del sector público no financiero 2001-2010 (Porcentaje del PIB)
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Gráfico 6.9


Bolivia: Deuda pública. Evolución 2001-2009 (Porcentaje del PIB)


 











Gráfico 6.12


Bolivia: Esperanza de vida al nacer
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Gráfico 6.13. 


Bolivia: Mortandad infantil


(Defunciones de menores de un año por mil nacidos vivos)
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Gráfico 6.14. 


Bolivia: Población bajo las líneas de pobreza e indigencia 
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Gráfico 6.15


Bolivia: Índices de femineidad de la pobreza e indigencia
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Gráfico 6.16


Bolivia: Evolución de la distribución del ingreso Porcentaje del ingreso total











Gráfico 6.17


Bolivia: Índice de Gini
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Gráfico 6.18


Bolivia: Trabajadores urbanos en actividades de baja productividad (Porcentajes de la PEA)
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Gráfico 6.19


Bolivia: Ingresos medios de la población urbana en sectores de baja productividad


(Múltiplos de las respectivas líneas de pobreza per cápita) 
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Gráfico 6. 10


 Bolivia: Principales exportaciones (1990-2009)


(Millones de dólares)
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Gráfico 6. 11


Bolivia: Balanzas de bienes y por cuenta corriente (2001-2010)
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�. El ayllu era el territorio de propiedad colectiva de las comunidades andinas en la América precolombina. En él convivían y trabajaban todos los miembros de la comunidad, entre los que se repartía la producción, reservando una parte para la casta gobernante, para quienes no estaban en condiciones de trabajar y para acopio.





�. Se denominan tambos los centros de acopio de alimentos que tenían el objeto conservar los productos cosechados durante todo el año y evitar las hambrunas en épocas de malas cosechas.





�. La mita era una antigua institución incaica mediante la cual los comuneros prestaban su fuerza de trabajo para la realización de obras públicas, muchas de las cuales eran de interés común. Los concesionarios españoles y criollos la utilizaron, adaptándola a las necesidades de la explotación minera “En la práctica, la mita peruana fue una de las páginas más negras de la época colonial […] Las largas columnas de mitayos que partían con sus familias de sus lugares de origen; la desorganización de las comunidades campesinas, constantemente mermadas; la dureza del proceso de aclimatación a tierras altas y frías; el choque psicológico que supone cambiar de un ambiente rural y campesino a otro industrial y urbano; la mezquindad de un jornal grandemente mermado por la inflación; desnutrición, frío, enfermedades y `trabajo voluntario´ en días festivos para remediar esos males; delincuencia y prostitución como recursos para salir adelante; omitiendo muchos detalles, esta serie de horrores formaron el ciclo, constantemente repetido de la mita peruana en muchas minas de plata” (Céspedes del Castillo, 1985: 127). Esta institución, deformada respecto de su función inicial, estuvo vigente hasta 1802.





�. Se admite que el Modelo Primario Exportador presenta tres variantes, en función del tipo de producto exportado: La economía de enclave minero, la economía de agricultura tropical y la economía agrícola de clima templado. El primer caso es el menos conveniente desde el punto de vista del desarrollo, ya que se trata de actividades intensivas en capital, muy localizadas territorialmente, que produce poca irradiación hacia el resto del sistema productivo, además de ser medioambientalmente muy agresiva.





�. El MNR era entonces un partido político que se nutría principalmente de la pequeña burguesía civil, las clases medias urbanas, así como de la oficialidad purgada o disidente del ejército. Como tal, era portador de un programa político que podríamos encuadrar como reforma democrática. La COB (Confederación Obrera Boliviana) era un sindicato controlado por el proletariado minero, único grupo digno de ser caracterizado como tal en el país, en cuanto unía a su posición material dentro del sistema productivo, una profunda consciencia política y un complejo nivel de organización interna. De esta circunstancia y de la importancia estratégica que la minería ocupaba entre los sectores productivos del país, más que de su número, provenía su extraordinario poder.





�. La población urbana ocupada en sectores de baja productividad en relación a la PEA era el 61,9 por ciento en 1989, aumentando al 65,5 en 1997. En ese mismo período el incremento mayor, dentro de las actividades informales fue el del segmento de trabajadores individuales sin cualificación, que pasó del 41,1 al 44,9 por ciento de la PEA (CEPAL, 2000).


�.  Los datos de reservas de gas resultan controvertidos. Una certificación realizada en 2005 afirmaba que las reservas probadas ascendían a 26,7 TCP; mientras que otra realizada recientemente y referida a diciembre de 2009 descendía esa cifra a 9,7 TPC.  Por otro lado, en 2011 se efectuaron nuevos descubrimientos que las elevarían hasta 13 TCP.


�. En estas acciones cobró cierto protagonismo la figura del líder de los cultivadores de coca, Evo Morales.





�. El precio de venta del gas era inferior a 1 dólar por millar de BTU.





�. Mesa Gisbert, historiador y periodista, había incursionado en política por primera vez en la fórmula presidencial del MNR. Después de la renuncia del presidente Sánchez de Lozada, gobierna sin grupo parlamentario propio, lo que dificulta gravemente su gestión.


�. Álvaro García Linera, intelectual y activista guerrillero indigenista en los años ochenta, fue elegido vicepresidente en la formula del MAS,  David Choquehuanca, miembro de la CSUTCB, fue designado ministro de Relaciones Exteriores,  Abel Mamani, de la Federación de Juntas Vecinales de El Alto, fue ministro del Agua, Félix Patzi, sociólogo y activista indígena, de Educación y Cultura, Casimira Rodríguez, de la Federación de Trabajadoras del Hogar, ministra de Justicia; Luis Arce Catacora, ex alto funcionario del Banco Central de Bolivia y cercano a García Linera, fue el ministro de Hacienda; Salvador Ric Riera, empresario cruceño, fue ministro de Servicios y Obras Públicas; Carlos Villegas, analista en temas económicos y director del Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y Agrario (Cedla), fue ministro de Planificación del Desarrollo; Andrés Solís Rada fue Ministro de Hidrocarburos; Walter Villaroel, trabajador minero, fue Ministro de Minería; Santiago Gálves Mamani, trabajador fabril, fue designado Ministro de Trabajo. El ángulo militar del gobierno fue cubierto por Juan Ramón Quintana, ex militar vinculado al gobierno de Banzer, nombrado Ministro de Presidencia y Walter San Miguel, Ministro de Defensa.


�.  Se definen 8 ejes productivos: 1) Agroindustria (agricultura, ganadería y fruticultura); 2) Turismo y artesanía; 3) Manufacturas e industria de transformación y reconversión (confecciones, textiles, cueros, madera, metalmecánica y joyería); 4) Gas e industrias hidrocarburíferas; 5) Desarrollo de una nueva minería; 6) Aprovechamiento de la biodiversidad; 7) Desarrollo forestal (maderable y no-maderable) y silvicultura; 8) Desarrollo del comercio y servicios en zonas francas y fronteras (Muñoz-Reyes, 2005: 36). 


�. La versión oficial del decreto y del Plan pueden consultarse en: http://www.sns.gob.bo/planificacion/documentos/5_PND%20VERSION%20OFICIAL.pdf


�. El proyecto establece una diferenciación, un tanto forzada, entre transformación, referida a la elaboración de productos intermedios, e industrialización, en la que se obtienen productos finales.


�. Aunque los datos están tomados aprecios corrientes, su presentación es útil para apreciar el aumento de las variables y la importancia relativa de las mismas.


�. El Índice de femineidad de la pobreza (indigencia) se define de la siguiente manera:





IFP = 100 * (MP / HP) / (MT / HT)





Donde	MP = Número de mujeres en hogares pobres (indigentes)


	HP =  Número de hombres en hogares pobres (indigentes)


	MT = Número de mujeres en el total de hogares


	HT = Número de hombres en el total de hogares





�. Hay que advertir que un cambio en la serie de los registros de esta variable en 2002, hace no estrictamente comparables los registros anteriores y posteriores a esa fecha.
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